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Colima, Colima, diecinueve de octubre de dos mil dieciocho.

REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE COLIMA

CONSIDERACIONES

PRIMERA. El 27 de mayo de 2015 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reformaron,
adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
de combate a la corrupción.

La reforma anticorrupción estableció, entre otros aspectos, un nuevo modelo de justicia administrativa, señalando la
obligación de instituir Tribunales de Justicia Administrativa, dotados de plena autonomía para dictar sus fallos y establecer
su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones.

La reforma precisó que los Tribunales de Justicia Administrativa tendrán a su cargo dirimir las controversias que se
susciten entre la administración pública estatal y municipal y los particulares; imponer, en los términos que disponga
la ley, las sanciones a los servidores públicos locales y municipales por responsabilidad administrativa grave, y a los
particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves; así como fincar a los responsables el pago
de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública
Estatal o Municipal o al patrimonio de los entes públicos estatales o municipales.

SEGUNDA. Mediante sesión solemne celebrada por el Pleno de este órgano jurisdiccional el día treinta y uno de julio
de dos mil dieciocho, se declaró formalmente instalado el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Colima (en
adelante Tribunal de Justicia Administrativa), para todos los efectos legales y administrativos a que hubiere lugar.

TERCERA. El Tribunal de Justicia Administrativa de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, la particular del Estado y las Leyes que lo rigen, es un órgano constitucional local autónomo, con personalidad
jurídica y patrimonio propio, a cargo de la función jurisdiccional especializada en materia administrativa, fiscal y de
responsabilidades de los servidores públicos, con plena jurisdicción para emitir y ejecutar sus sentencias, y que forma
parte medular del Sistema Estatal Anticorrupción.

CUARTA. De conformidad a lo dispuesto por el artículo 8, párrafo 1, fracción IX, de la Ley de Justicia Administrativa del
Estado de Colima (en adelante Ley de Justicia Administrativa), es atribución del Pleno del Tribunal, aprobar la expedición
y en su caso reforma del Reglamento Interior, así como emitir los Reglamentos que se estimen necesarios para la buena
marcha de la gestión administrativa y la función jurisdiccional a cargo del Tribunal. Los Reglamentos que se aprueben
deberán publicarse en el Periódico Oficial del Estado.

Por su parte, en atención a lo preceptuado por el artículo 8, párrafo 1, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa, es
también atribución del Pleno, expedir los acuerdos y medidas necesarias para el buen funcionamiento del Tribunal y el
adecuado despacho de los asuntos de su competencia, lo cual refuerza su facultad reglamentaria.

QUINTA. El Reglamento Interior tiene por objeto regular la integración, organización y funcionamiento del Tribunal de
Justicia Administrativa, determinar su estructura orgánica, así como las atribuciones de sus servidores públicos, tanto
de su estructura jurisdiccional como administrativa, para el adecuado despacho de los asuntos de su competencia y el
cumplimiento de su función jurisdiccional especializada.

SEXTA. El Reglamento Interior, después de la Ley de Justicia Administrativa de la cual emana, constituye la norma de
carácter reglamentario más importante para la actividad del Tribunal de Justicia Administrativa. Se trata de un instrumento
que complementa a la referida ley, que desarrolla sus disposiciones, que detalla sus postulados, pero sin contradecirla,
ajustándose a sus bases legales. En tal sentido, el Reglamento Interior es un instrumento necesario para dar certeza,
eficiencia y eficacia a la gestión de este órgano jurisdiccional y que contribuye a garantizar el derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva.

Por lo expuesto y fundado, el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Colima expide el siguiente:
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REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE COLIMA

TÍTULO PRIMERO
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto del Reglamento

1. El presente Reglamento tiene por objeto regular la integración, organización y funcionamiento del Tribunal de
Justicia Administrativa del Estado de Colima, determinar su estructura orgánica, así como las atribuciones de
sus servidores públicos para el adecuado despacho de los asuntos de su competencia.

2. Las disposiciones contenidas en este Reglamento son de observancia general y cumplimiento obligatorio para
todos los servidores públicos del Tribunal y en lo conducente para toda aquella persona o autoridad que acceda
o quede sujeta a su jurisdicción.

Artículo 2. Naturaleza del Tribunal

1. El Tribunal es en términos de lo dispuesto por los artículos 116, fracción V, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, 22 y 77 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima y 1,
2, 5 y 6 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Colima, un órgano constitucional local autónomo
a cargo de la función jurisdiccional especializada en materia administrativa, incluyendo la fiscal y de
responsabilidades de servidores públicos, con competencia para dirimir las controversias que se susciten entre
los particulares y la Administración Pública del Estado y los Municipios.

Asimismo, es el órgano competente para imponer las sanciones a los servidores públicos del Estado y los
Municipios por responsabilidad administrativa grave, y a los particulares que incurran en actos vinculados con
faltas administrativas graves; así como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones
pecuniarias por los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública, o al patrimonio de los entes públicos,
del Estado y los Municipios.

Artículo 3. Definiciones

1. Para los efectos de este Reglamento se entenderá por:

I. Amicus curiae: el amigo de la Corte es un instrumento de consulta ciudadana en el marco de un Estado
constitucional democrático de derecho que permite que personas ajenas a una controversia den una opinión
no vinculante con relación a un juicio, procedimiento o recurso sometido a conocimiento del Tribunal, efectivo
con posterioridad al desahogo de las pruebas y alegatos de las partes y hasta antes a que se haya formulado
el proyecto de sentencia o resolución definitiva respectivo a cargo del Magistrado Instructor;

II. Código de Ética: el Código de Ética de los Servidores Públicos del Tribunal de Justicia Administrativa del
Estado de Colima;

III. Constitución Federal: la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

IV. Constitución del Estado: la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima;

V. Estado de resolución: el acto de someter a la consideración del Pleno un proyecto de sentencia o resolución
definitiva con relación a un juicio, procedimiento o recurso bajo conocimiento de un Magistrado Instructor en
términos de lo previsto en la Ley y este Reglamento;

VI. Pleno: el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Colima;

VII. Ley General: la Ley General de Responsabilidades Administrativas;

VIII. Ley: la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Colima;

IX. Magistrado Instructor: el Magistrado encargado de conocer, tramitar y poner en estado de resolución un juicio,
procedimiento o recurso competencia del Tribunal en términos de lo previsto en la Ley y este Reglamento;

X. Magistrado Ponente: el Magistrado Instructor que presenta un proyecto de sentencia o resolución definitiva
a la consideración del Pleno;

XI. Magistrado Presidente: el Magistrado Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de
Colima;



XII. Órgano Interno de Control: el Órgano Interno de Control del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado
de Colima;

XIII. Periódico Oficial del Estado: el Periódico Oficial "El Estado de Colima";

XIV. Programa Anticorrupción: el Programa Anticorrupción y de Fortalecimiento de la Cultura de la Legalidad del
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Colima;

XV. Reglamento Interior o Reglamento: el Reglamento Interior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado
de Colima;

XVI. Secretario Técnico: el Titular de la Secretaría Técnica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de
Colima;

XVII. Sistema Estatal Anticorrupción o Sistema Estatal: el Sistema Anticorrupción del Estado de Colima; y

XVIII. Tribunal: el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Colima.

Artículo 4. Observancia del orden jurídico y los derechos humanos
1. Los servidores públicos del Tribunal ajustarán su actividad jurisdiccional y administrativa al orden jurídico.

Además, en el ámbito de sus respectivas competencias y en el ejercicio de sus funciones, tienen la obligación
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad, y progresividad.

2. Las normas del presente Reglamento se interpretarán de conformidad con la Constitución Federal y con los
tratados internacionales, así como con las disposiciones aplicables favoreciendo en todo tiempo la protección
más amplia a las personas.

Artículo 5. Procedimiento para reformar el Reglamento

1. Los Magistrados estarán facultados para promover iniciativas que reformen, adicionen o deroguen las
disposiciones de este Reglamento.

2. El procedimiento para reformar, adicionar o derogar disposiciones de este Reglamento se desarrollará en los
términos siguientes:

I. Toda propuesta deberá presentarse ante el Secretario Técnico;

II. El Secretario Técnico formulará el proyecto respectivo, estando facultado para solicitar la opinión de los titulares
de las áreas jurisdiccionales y administrativas de este Tribunal que estime conveniente involucrar, así como del
Magistrado proponente;

III. Finalizado el proyecto se remitirá al Magistrado proponente para que, en caso de no tener observaciones, pueda
ser sometido a la consideración del Pleno para su discusión y eventual aprobación en términos de lo dispuesto
por el artículo 8, párrafo 1, fracción IX, de la Ley; y

IV. En caso de aprobarse por el Pleno la reforma, adición o derogación de disposiciones de este Reglamento, se
ordenará su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

TÍTULO SEGUNDO
DE LA INTEGRACIÓN Y ORGANIZACIÓN DEL TRIBUNAL

CAPÍTULO I
DE LA ESTRUCTURA ORGÁNICA GENERAL

Artículo 6. Servidores públicos del Tribunal
1. Para el estudio, trámite, resolución y seguimiento de los asuntos de su competencia, el Tribunal contará con

los servidores públicos siguientes:

A. Estructura jurisdiccional:

I. Tres Magistrados, que serán auxiliados cada uno de ellos por lo menos con:

a) Un Proyectista;

b) Un Secretario de Acuerdos;

c) Un Actuario;



d) Un Asesor Especializado; y

e) Un Asistente de Ponencia.

II. El Secretario General de Acuerdos, que será auxiliado por:

a) El Coordinador de Actas y Acuerdos;

b) El Coordinador de Asuntos Jurídicos y Amparos;

c) El Oficial de Partes; y

d) El Oficial de Archivos.

B. Estructura administrativa:
I. El Secretario Técnico, que será auxiliado por:

a) El Coordinador de Enlace con el Sistema Estatal Anticorrupción;

b) El Coordinador de Estudios y Proyectos Estratégicos; y

c) El Jefe de Departamento de Comunicación Social.

II. El Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, que será auxiliado por:

a) El Jefe de Departamento de Sistemas y Soporte Tecnológico.

III. El Titular del Órgano Interno de Control, que será auxiliado por:

a) El Jefe de Departamento de Investigaciones;

b) El Jefe de Departamento de Procedimientos de Responsabilidad Administrativa;

c) El Jefe de Departamento de Capacitación y Especialización; y

d) El Titular de la Unidad de Trasparencia, que será asistido por:

i) El Oficial de Acceso a la Información Pública; y

ii) El Oficial de Protección de Datos Personales.

Artículo 7. Personal operativo

1. Los servidores públicos que se indican en el artículo anterior contarán en atención a su jerarquía y nivel de
responsabilidad con el personal operativo que se requiera para el adecuado desempeño de sus funciones y
atribuciones. En todo caso, se contemplarán los servicios de personal de apoyo ejecutivo o de oficina, tanto
en su carácter de auxiliares administrativos como jurisdiccionales, así como los de vigilancia e intendencia.

Artículo 8. Habilitación del personal jurisdiccional
1. Los secretarios de acuerdos con independencia de que se encuentren adscritos a un determinado Magistrado,

estarán habilitados para actuar como secretarios de acuerdos de cualquier otro Magistrado.

2. Los actuarios adscritos a los Magistrados también estarán habilitados para actuar como actuarios del Pleno.

3. Los asesores especializados y los asistentes de ponencia podrán actuar como secretarios de acuerdos o
actuarios cuando las necesidades del servicio o las cargas de trabajo del Tribunal así lo requieran.

4. Las audiencias que se realicen durante la sustanciación de un juicio, procedimiento o recurso competencia del
Tribunal serán bajo la responsabilidad del Magistrado Instructor, quien las podrá desarrollar, sin necesidad de
delegación expresa, por conducto del Secretario de Acuerdos o, en su caso, el Actuario, quienes estarán
habilitados para realizar todos los actos, providencias y diligencias necesarios para su conducción y cabal
desahogo.

CAPÍTULO II
DE LA ESTRUCTURA JURISDICCIONAL

Artículo 9. Órgano colegiado
1. El Tribunal en términos de la Constitución del Estado tiene un carácter colegiado, integrado por tres Magistrados

de los cuales uno fungirá como Presidente. Los Magistrados actuarán en Pleno y en lo individual para el
conocimiento y resolución de los asuntos de su competencia de conformidad con lo previsto en la Ley General,
la Ley, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables.



Artículo 10. Facultades del Pleno
1. Al Pleno le corresponde, complementariamente a las atribuciones que le asigna la Ley, el ejercicio de las

facultades siguientes:

I. Elegir cada dos años, de entre sus miembros, al Magistrado que fungirá como Presidente del Tribunal, en
términos de lo previsto por la Ley y este Reglamento;

II. Designar y, en su caso, remover al Secretario General de Acuerdos y demás servidores públicos que integran
la estructura jurisdiccional y administrativa del Tribunal. Los servidores públicos adscritos a los Magistrados
en términos de lo previsto en el artículo 6, párrafo 1, apartado A, fracción I de este Reglamento, serán designados
y, en su caso, removidos por el Pleno a propuesta del Magistrado al que se encuentren adscritos;

III. Emitir los acuerdos generales y dictar las medidas necesarias para el buen funcionamiento del Tribunal y el
adecuado despacho de los asuntos de su competencia;

IV. Ordenar la publicación en el Periódico Oficial del Estado de los acuerdos generales y resoluciones que
considere pertinentes;

V. Emitir opinión fundada no vinculante respecto de las consultas que se le formulen al Tribunal con relación a las
iniciativas de ley o de reformas legales y, en su caso, dictámenes, que el Congreso del Estado tramite o discuta
en materia administrativa, fiscal, de responsabilidades de los servidores públicos o anticorrupción;

VI. Expedir los Reglamentos, Códigos, manuales administrativos y de procedimientos y demás disposiciones de
observancia general que deriven del cumplimiento de un mandato legal o se consideren necesarios para el buen
funcionamiento del Tribunal;

VII. Dictar los lineamientos para la integración, control, conservación y consulta de los expedientes jurisdiccionales
del Tribunal;

VIII. Aprobar el Programa Anticorrupción del Tribunal;

IX. Celebrar reuniones de trabajo, de análisis, de información o de opinión con los servidores públicos del Tribunal;

X. Aprobar el anteproyecto de Presupuesto de Egresos del Tribunal y remitirlo a la Secretaría de Planeación y
Finanzas del Gobierno del Estado para su incorporación al proyecto de Presupuesto de Egresos del Estado
para el ejercicio anual correspondiente. El anteproyecto autorizado del Tribunal también se remitirá al Congreso
del Estado;

XI. Emitir las bases y lineamientos para el ejercicio del presupuesto;

XII. Autorizar las modificaciones presupuestales que se requieran y la asignación de recursos adicionales para
permitir un mejor cumplimiento de la función del Tribunal;

XIII. Determinar las remuneraciones de los servidores públicos del Tribunal, así como crear de forma temporal o
definitiva las plazas necesarias para el cumplimiento de las atribuciones y funcionamiento del Tribunal;

XIV. Establecer los lineamientos para el otorgamiento de estímulos al desempeño y compensaciones al personal
del Tribunal que se distinga en la superación profesional, productividad y eficiencia, en el ejercicio de sus
funciones;

XV. Requerir cualquier clase de informe a los servidores públicos del Tribunal;

XVI. Constituir, mediante Reglamento o acuerdo general, los Comités y comisiones que se consideren pertinentes,
así como designar a sus integrantes;

XVII. Designar a los integrantes de los Comités y comisiones que se constituyan en términos de lo previsto en este
Reglamento;

XVIII. Calificar las inasistencias de los Magistrados a las sesiones del Tribunal;

XIX. Conceder licencias a los servidores públicos del Tribunal;

XX. Autorizar la celebración de sesiones del Tribunal en un lugar distinto a su sede, cuando existan circunstancias
especiales que así lo requieran;

XXI. Aprobar las bases para disponer de los bienes que forman parte del patrimonio del Tribunal;

XXII. Fijar los precedentes de carácter orientador que deriven del razonamiento jurídico aplicado a los casos
concretos que resuelva el Tribunal, en los cuales se podrán establecer criterios y pautas para resolver
controversias futuras;



XXIII. Destituir de su cargo a la autoridad o servidor público omiso contumaz por el incumplimiento de la sentencia
emitida;

XXIV. Vigilar la correcta aplicación de la Ley y este Reglamento y fijar la interpretación de sus normas; y

XXV. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables.

2. Los acuerdos generales que emita el Pleno podrán conducir y regular tanto la gestión administrativa como la
función jurisdiccional especializada a cargo del Tribunal. En tal sentido podrán dictarse e instrumentarse los
actos necesarios para dar eficacia y eficiencia a sus actividades, así como para el cumplimiento y resolución
de los asuntos de su competencia.

SECCIÓN PRIMERA
 PRESIDENCIA

Artículo 11. Designación del Magistrado Presidente

1. La Presidencia del Tribunal será rotativa cada dos años entre los Magistrados que lo integran. El Magistrado
Presidente iniciará formalmente sus funciones en la primera sesión solemne del Tribunal, terminándose el día
en que se cumpla el periodo de dos años referido. Al concluirse el período, se realizará una nueva sesión
solemne en la cual se hará la designación del nuevo Magistrado Presidente.

Artículo 12. Facultades del Magistrado Presidente

1. Al Magistrado Presidente le corresponde, complementariamente a las atribuciones que le asigna la Ley, el
ejercicio de las facultades siguientes:

I. Representar legal y administrativamente al Tribunal ante toda persona física o moral, pública o privada, sin
perjuicio de ejercer esta facultad por conducto de cualquiera de los Magistrados, el Secretario General de
Acuerdos, el Coordinador de Asuntos Jurídicos y Amparos o el Secretario Técnico.

El Magistrado Presidente y los demás servidores públicos que se indican en el párrafo anterior podrán actuar
como representantes, mandatarios, delegados o autorizados en toda clase de juicios o asuntos en que el
Tribunal intervenga o deba intervenir con cualquier carácter.

El Magistrado Presidente, sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos que anteceden, para la mejor atención
y despacho de los asuntos competencia del Tribunal, podrá delegar facultades u otorgar mandato o autorización
a otros servidores públicos de este órgano jurisdiccional distintos a los señalados.

La delegación de facultades se realizará mediante acuerdo expedido por el Magistrado Presidente, y deberá
publicarse en el Periódico Oficial del Estado cuando se refiera a atribuciones cuyo ejercicio trascienda a la
esfera jurídica de los particulares. La delegación de facultades no perjudicará su ejercicio directo por parte del
Magistrado Presidente;

II. Turnar a los Magistrados para su instrucción, con el auxilio del Secretario General de Acuerdos, las demandas,
recursos y promociones que se presenten al Tribunal y que conforme a la Ley y este Reglamento requieran el
acuerdo de turno del Magistrado Presidente;

III. Convocar al Pleno a sesiones ordinarias y extraordinarias;

IV. Dirigir las sesiones del Pleno, moderar los debates y mantener el orden;

V. Instruir las órdenes ejecutivas necesarias para el cumplimiento expedito, eficaz y eficiente de los acuerdos
generales, determinaciones y medidas adoptados por el Pleno;

VI. Rendir anualmente el informe de labores del Tribunal;

VII. Proponer al Pleno las designaciones y remociones de los servidores públicos del Tribunal, con excepción de
aquellos que en términos de lo previsto en el artículo 6, párrafo 1, apartado A, fracción I de este Reglamento,
se encuentren adscritos a los Magistrados, los cuales serán designados y, en su caso, removidos por el Pleno
a propuesta de éstos;

VIII. Extender los nombramientos aprobados por el Pleno y expedir las identificaciones para el personal
jurisdiccional y administrativo del Tribunal;

IX. Formular y someter a la aprobación del Pleno el anteproyecto de Presupuesto de Egresos del Tribunal para
el ejercicio anual respectivo;



X. Ejercer el Presupuesto del Tribunal de conformidad con las disposiciones legales y reglamentarias aplicables,
así como dictar las ordenes relacionadas con su ejercicio;

XI. Autorizar el cambio de adscripción del personal administrativo;

XII. Diligenciar los exhortos y comunicaciones que sean girados por otros tribunales a fin de que sean debidamente
atendidos;

XIII. Asistir a los congresos, seminarios, encuentros, jornadas y reuniones vinculadas a la función jurisdiccional o
de anticorrupción a cargo del Tribunal;

XIV. Dictar las medidas que exijan el buen servicio de atención al público y el orden del Tribunal;

XV. Suscribir los convenios de colaboración, coordinación, cooperación o concertación que sean necesarios para
el cumplimiento de los fines del Tribunal;

XVI. Vigilar la correcta aplicación de la Ley y este Reglamento; y

XVII. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno.

SECCIÓN SEGUNDA
MAGISTRADOS

Artículo 13. Facultades de los Magistrados

1. A los Magistrados les corresponden, complementariamente a las atribuciones que les asigna la Ley, el ejercicio
de las facultades siguientes:

I. Atender las convocatorias para las sesiones que emita el Magistrado Presidente;

II. Integrar el Pleno para resolver colegiadamente los asuntos competencia del Tribunal;

III. Participar con voz y voto en las sesiones del Pleno;

IV. Solicitar al Secretario General de Acuerdos la información que requiera para preparar su participación en las
sesiones del Pleno;

V. Instruir los juicios, procedimientos y recursos que le sean turnados y, una vez colmadas las etapas procesales
respectivas, estudiar y elaborar los proyectos de sentencia y resolución definitiva correspondientes para
someterlos a la consideración del Pleno;

VI. Acordar y dar trámite, con el auxilio de los secretarios de acuerdos y el personal jurisdiccional, a las demandas,
ampliaciones, contestaciones, pruebas, alegatos, incidentes, oficios y en general todas las promociones
relativas a los juicios, procedimientos y recursos bajo su instrucción;

VII. Exponer en sesión del Pleno los proyectos de sentencia o resolución definitiva de los juicios, procedimientos
y recursos formulados bajo su ponencia, señalando las consideraciones fáctico-jurídicas que considere
necesarias o pertinentes;

VIII. Formular voto particular, en caso de disenso, respecto de un proyecto de sentencia o resolución definitivo
aprobado por mayoría, y voto concurrente o aclaratorio, si comparte el sentido del fallo, pero no las
consideraciones que lo sustentan;

IX. Realizar los engroses con el auxilio de los proyectistas o, en su caso, de los secretarios de acuerdos de las
sentencias o resoluciones definitivas aprobadas por el Pleno con relación a los asuntos asignados a su
ponencia, así como integrar los votos particulares y, en su caso, los concurrentes o aclaratorios que presenten
otros Magistrados;

X. Tener por cumplidas las sentencias y resoluciones definitivas dictadas por el Pleno con relación a los juicios,
procedimientos y recursos tramitados bajo su instrucción y, en consecuencia, ordenar el archivo de los asuntos
concluidos;

XI. Conocer y tramitar el procedimiento para la ejecución de las sentencias y resoluciones definitivas dictadas por
el Pleno con relación a los juicios, procedimientos y recursos tramitados bajo su instrucción y, en su caso,
aplicar los medios de apremio por el incumplimiento de dichas sentencias y resoluciones, estando autorizado
para llevar a cabo las acciones previstas en los artículos 121 y 122 de la Ley;



XII. Elaborar y proponer al Pleno la aprobación de una nueva sentencia o resolución definitiva en cumplimiento a
la sentencia de amparo en la que se conceda la Protección de la Justicia de la Unión;

XIII. Comunicar al Pleno la relación que guarden entre sí los juicios y procedimientos, para su posible acumulación;

XIV. Desechar de plano, en los juicios en materia contenciosa administrativa y fiscal bajo su instrucción, aquellos
recursos que resulten notoriamente improcedentes o se interpongan con el propósito de retardar injustificadamente
el procedimiento, haciendo constar el motivo de desechamiento;

XV. Dirigir, coordinar y supervisar a los servidores públicos que tenga adscritos en términos de lo previsto en el
artículo 6, párrafo 1, apartado A, fracción I, de este Reglamento;

XVI. Proponer al pleno la designación o remoción del personal adscrito a su ponencia;

XVII. Rendir los informes que les sean solicitados por el Pleno;

XVIII. Requerir a las áreas del Tribunal, en el ámbito de sus respectivas competencias, los apoyos técnicos
necesarios para la adecuada sustanciación y resolución de los juicios, procedimientos y recursos que conozca;

XIX. Participar en actividades relacionadas con la capacitación, investigación y difusión en materia administrativa,
fiscal, de responsabilidades de los servidores públicos y anticorrupción;

XX. Intervenir en los Comités, comisiones y coordinaciones que el Pleno les encomienden;

XXI. Solicitar al Pleno licencia para separarse temporalmente del cargo; y

XXII. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno.

2. Con posterioridad al desahogo de las pruebas y alegatos de las partes y hasta antes a que se haya formulado
el proyecto de sentencia o resolución definitiva respectivo a cargo del Magistrado Instructor, éste podrá, para
mejor proveer, solicitar y recibir la opinión no vinculante de personas ajenas a la controversia en calidad de
amicus curiae, siempre que se estime necesario y tenga relación con los puntos controvertidos.

3. En tal caso, el Magistrado Instructor podrá convocar a entidades públicas, organizaciones de la sociedad civil
y particulares especialistas para que en audiencia pública emitan una opinión fundada sobre temas técnicos,
de interés jurídico o de trascendencia social relacionados con el juicio, procedimiento o recurso de que se trate.

4. La convocatoria establecerá las bases de participación y el procedimiento para el desarrollo de la audiencia
pública e invariablemente exigirá a quienes la atiendan que informen sobre la existencia de algún tipo de relación
con las partes, describan su interés en el caso, expresen su opinión fundada y la razón por la que consideran
que ésta será útil para el Tribunal.

5. La convocatoria a audiencia pública amicus curiae será notificada personalmente a las partes y por estrados
para el conocimiento del público en general.

SECCIÓN TERCERA
SECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS

Artículo 14. Facultades del Secretario General de Acuerdos
1. Al Secretario General de Acuerdos le corresponde, complementariamente a las atribuciones que le asigna la

Ley, el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Dar cuenta de inmediato al Magistrado Presidente, de la recepción de demandas, recursos y promociones que
se presenten y que conforme a la Ley y este Reglamento requieran el acuerdo de turno del indicado Magistrado
Presidente;

II. Poner a disposición de los Magistrados las demandas, recursos y promociones, junto con todos los
documentos y anexos que las integren, para su debida instrucción y puesta en estado de resolución, en
cumplimiento del acuerdo de turno respectivo;

III. Recibir los proyectos de sentencia o resolución definitiva que le remitan los Magistrados ponentes para preparar
su presentación en la sesión del Pleno respectiva;

IV. Distribuir oportunamente entre los Magistrados del Tribunal los proyectos de sentencia o resolución definitiva
que habrán de decidirse en la sesión de Pleno;



V. Proponer al Magistrado Presidente el proyecto de convocatoria para las sesiones del Pleno, con su
correspondiente orden del día;

VI. Hacer del conocimiento de los Magistrados la convocatoria para la sesión del Pleno respectiva que expida el
Magistrado Presidente;

VII. Publicar en los estrados del Tribunal las convocatorias que deberán contener el orden del día con los asuntos
que se habrán de analizar y resolver en cada sesión pública del Pleno;

VIII. Asistir al Magistrado Presidente en la conducción de las sesiones del Pleno;

IX. Verificar el quórum legal en las sesiones del Pleno;

X. Tomar las votaciones en las sesiones del Pleno y dar a conocer el resultado de las mismas;

XI. Formular las actas respectivas de las sesiones del Pleno;

XII. Elaborar los proyectos de acuerdos generales que serán sometidos a la consideración del Pleno;

XIII. Llevar control de los acuerdos generales que emita el Pleno y coadyuvar en su cumplimiento;

XIV. Tramitar la publicación en el Periódico Oficial del Estado de los acuerdos generales y resoluciones que instruya
el Pleno;

XV. Coordinar el debido seguimiento, control y registro de los asuntos que ingresen y se resuelvan;

XVI. Autorizar y dar fe de las actuaciones jurisdiccionales en que intervengan el Pleno y el Magistrado Presidente;

XVII. Hacer constar cualquier acto del Tribunal y expedir las certificaciones de los documentos que obren en sus
archivos y los que así se requieran para efectos de carácter jurisdiccional o administrativo;

XVIII. Realizar la certificación electrónica de las videograbaciones de las sesiones públicas, para constancia de su
celebración;

XIX. Autorizar y tener bajo su responsabilidad, los libros de registro y de actas, así como tener bajo su custodia los
expedientes y documentación de acceso restringido, incluyendo la información reservada y confidencial;

XX. Dirigir las actividades del Coordinador de Actas y Acuerdos, el Coordinador de Asuntos Jurídicos y Amparos,
y el Oficial de Partes;

XXI. Recibir el día de su término, en su domicilio particular, las demandas, recursos y promociones iniciales que
no tengan asignado expediente para su tramitación, así como los recursos que tengan que presentarse ante
el Magistrado Presidente, siempre que la sede del Tribunal se encuentre cerrada debido a la conclusión del
horario de atención al público;

XXII. Presentar los informes que le sean requeridos por el Pleno o el Magistrado Presidente;

XXIII. Expedir los exhortos ordenados por el Pleno o el Magistrado Presidente y remitirlos a sus destinatarios;

XXIV. Tramitar ante el Pleno los impedimentos o excusas de los Magistrados, sin perjuicio de su ejercicio directo por
parte de los propios Magistrados;

XXV. Llevar control de los sellos oficiales del Tribunal y vigilar su uso debido;

XXVI. Supervisar que se mantenga actualizado, en el ámbito de su competencia, el sistema electrónico de consulta
interna y externa;

XXVII. Llevar la estadística relacionada con la actividad jurisdiccional del Tribunal;

XXVIII. Coordinar la digitalización de la documentación y actuaciones que se requieran incorporar a un expediente
electrónico tramitado en línea, así como imprimir y certificar las constancias de los expedientes electrónicos
del Tribunal y las reproducciones en los medios electrónicos de dichas actuaciones; y

XXIX. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno y el Magistrado Presidente.

Artículo 15. Facultades del Coordinador de Actas y Acuerdos
1. Al Coordinador de Actas y Acuerdos le corresponde el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Formular, por instrucciones del Secretario General de Acuerdos, los proyectos de convocatorias para las
sesiones del Pleno, ya sean públicas o privadas, ordinarias o extraordinarias;

II. Asistir al Secretario General de Acuerdos en la preparación y desarrollo de las sesiones del Pleno y suplirlo
en los casos que así determine el Reglamento;



III. Auxiliar al Secretario General de Acuerdos en la formulación de los proyectos de acuerdos generales que se
sometan a la consideración del Pleno, así como en la redacción de las actas de las sesiones respectivas;

IV. Ser el enlace entre el Secretario General de Acuerdos y los Magistrados ponentes y proveer a éstos de la
información e insumos que requieran;

V. Llevar control y registro de los acuerdos generales y actas de las sesiones del Pleno, así como de las sentencias
y resoluciones emitidas por el mismo;

VI. Supervisar que todos los expedientes que se encuentren bajo la responsabilidad de la Secretaría General de
Acuerdos estén debidamente foliados, rubricados y sellados;

VII. Recibir, analizar y contestar la correspondencia oficial de la Secretaría General de Acuerdos, con anuencia del
titular; y

VIII. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno, el Magistrado Presidente y el Secretario General de Acuerdos.

Artículo 16. Facultades del Coordinador de Asuntos Jurídicos y Amparos
1. Al Coordinador de Asuntos Jurídicos y Amparos le corresponde el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Representar legalmente al Tribunal y a sus servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, en toda clase
de juicios o asuntos en que intervengan o deban intervenir con cualquier carácter;

II. Coordinar y supervisar las labores de atención, control y seguimiento procesal de los juicios, procedimientos
y demás asuntos de su competencia;

III. Dar trámite a las demandas de amparo directo que se presenten ante el Tribunal en los términos de la legislación
nacional en materia de amparo;

IV. Seguir en todas sus partes el procedimiento de amparo directo, hasta en tanto la autoridad jurisdiccional federal
competente determine que la sentencia o resolución pronunciada en el juicio de amparo ha quedado cumplida;

V. Dar aviso y auxiliar a los Magistrados instructores cuando se reciba en el Tribunal una sentencia derivada de
un amparo directo en la que se conceda la Protección de la Justicia de la Unión para efectos de que se dicte
una nueva resolución;

VI. Llevar a cabo todas y cada una de las acciones, medidas y diligencias necesarias para la tramitación de los
juicios de amparo de cualquier tipo que se promuevan o tramiten;

VII. Elaborar los acuerdos en los que se tengan por presentadas las demandas de amparo, requerimientos,
prevenciones, proveídos y toda actuación que se necesite dictar en relación con dichas demandas;

VIII. Llevar control y registro de todos los juicios de amparo promovidos contra actos o resoluciones del Tribunal,
sean del Pleno o de los Magistrados instructores;

IX. Auxiliar en la atención y tramite de los juicios de amparo interpuestos en contra de los actos y resoluciones
emitidos por el Magistrado Instructor;

X. Redactar los informes previos y justificados que correspondan y que tengan que ser rendidos ante la autoridad
jurisdiccional federal competente;

XI. Reportar al Pleno, al Magistrado Presidente o al Secretario General de Acuerdos, cuando se le requiera, el
estado que guarden los juicios de amparo promovidos o en trámite; y

XII. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno, el Magistrado Presidente y el Secretario General de Acuerdos.

Artículo 17. Facultades del Oficial de Partes

1. Al Oficial de Partes le corresponde el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Recibir y registrar las demandas, ampliaciones, contestaciones, pruebas, alegatos, incidentes, recursos,
requerimientos, oficios, notificaciones, citatorios, peticiones, comunicados, escritos y, en general, cualquier
otra promoción o documento sea de carácter jurisdiccional o administrativo;

II. Asentar en la promoción original y en la copia correspondiente, por lo menos: la fecha y hora de su recepción
mediante reloj fechador o sello oficial, el número de hojas que integran el documento, las copias que corran
agregadas al original y, en su caso, la precisión del número de anexos que se acompañan, debiendo suscribir
la razón correspondiente con su nombre y firma en original y copia de recibido;



III. Registrar las promociones que se hubieren presentado el día de término en el domicilio particular del Secretario
General de Acuerdos y los secretarios de acuerdos;

IV. Distribuir, con la máxima diligencia, ante quien corresponda, la documentación recibida, esto es:

a) Para el Secretario General de Acuerdos, en el caso de demandas y promociones iniciales que no tengan
asignado expediente para su tramitación y aquellas que correspondan al Pleno o al Magistrado Presidente;

b) Para los Magistrados Instructores, en el caso de promociones que ya tengan asignado expediente para
su tramitación, relacionadas con juicios, procedimientos y recursos en curso; y

c) Para el Secretario Técnico y los titulares de la Unidad de Administración y Finanzas y del Órgano Interno
de Control, en el caso de documentos y correspondencia que atañan a sus áreas de competencia.

V. Llevar e instrumentar los registros que se consideren indispensables para el mejor y adecuado control de la
documentación recibida, en donde se asiente, cuando menos, la información relativa a la fecha y hora de
recepción, datos del remitente, asunto o descripción del documento o pieza postal y nombre del destinatario;

VI. Reportar al Secretario General de Acuerdos de las actividades desarrolladas diariamente y darle cuenta de la
documentación que se reciba para la expedita integración y substanciación de los expedientes;

VII. Auxiliar al Secretario General de Acuerdos en propuestas de mejoras para el adecuado funcionamiento de los
servicios de la Oficialía de Partes; y

VIII. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno, el Magistrado Presidente y el Secretario General de Acuerdos.

Artículo 18. Facultades del Oficial de Archivos
1. Al Oficial de Archivos le corresponde el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Llevar el control de los archivos jurisdiccional e histórico y los registros correspondientes;

II. Recibir, organizar, clasificar y conservar los expedientes jurisdiccionales del Tribunal;

III. Hacer del conocimiento de los Magistrados y del Secretario General de Acuerdos cualquier defecto o
irregularidad que advierta en los expedientes o documentos que reciba para su archivo, a fin de que, de ser
material y técnicamente posible se corrija;

IV. Mantener actualizado el sistema de información para el control estadístico y de consulta de la documentación
materia de archivo, generando una adecuada organización, conservación, disponibilidad, integridad y localización
expedita;

V. Proponer al Secretario General de Acuerdos la remisión de los expedientes concluidos al archivo histórico del
Tribunal;

VI. Apoyar a los Magistrados, al Secretario General de Acuerdos y a los demás servidores públicos del Tribunal
en materia de información y documentación histórica del Tribunal;

VII. Supervisar los instrumentos de consulta y control, así como de conservación electrónica de los archivos
jurisdiccional e histórico;

VIII. Proponer al Secretario General de Acuerdos las medidas pertinentes sobre sistemas de archivo, seguridad y
modernización en la organización y funcionamiento de los archivos jurisdiccional e histórico;

IX. Permitir con la autorización del Secretario General de Acuerdos la consulta del archivo histórico, la toma de
notas, fotografías o filmaciones de los documentos resguardados en los expedientes, así como la salida de los
mismos del archivo sede de su resguardo;

X. Observar y dar cumplimiento a las disposiciones previstas en la Ley General de Archivos y demás disposiciones
jurídicas aplicables en la materia; y

XI. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno, el Magistrado Presidente y el Secretario General de Acuerdos.

SECCIÓN CUARTA
PROYECTISTAS

Artículo 19. Facultades de los Proyectistas
1. A los Proyectistas les corresponde el ejercicio de las facultades siguientes:



I. Formular los proyectos de sentencia o resolución definitiva con relación a los juicios, procedimientos y recursos
bajo la instrucción y ponencia del Magistrado al que se encuentren adscritos;

II. Elaborar el proyecto de resolución correspondiente, que incluirá la propuesta de imposición de las sanciones
administrativas que correspondan al servidor público que haya cometido faltas administrativas graves y, en su
caso, a los particulares que hayan incurrido en las mismas;

III. Auxiliar en los engroses de las sentencias o resoluciones definitivas aprobadas por el Pleno con relación a los
asuntos asignados a la ponencia del Magistrado al que se encuentren adscritos, así como integrar los votos
particulares y, en su caso, los concurrentes o aclaratorios que presenten otros Magistrados;

IV. Elaborar los proyectos para el cumplimiento de las ejecutorias de amparos concedidos contra las sentencias
o resoluciones definitivas del Tribunal;

V. Asistir a las sesiones del Pleno y exponer, con voz informativa, a petición del Magistrado de su adscripción,
aclaraciones y precisiones complementarias con relación a los proyectos de sentencia o resolución definitiva
que se presenten a discusión y aprobación;

VI. Vigilar que los expedientes bajo su responsabilidad se encuentren debidamente integrados y, en lo conducente,
proponer su regularización;

VII. Realizar los estudios jurídicos, doctrinarios y jurisprudenciales necesarios para sustentar los proyectos de
sentencia o resolución definitiva a su cargo;

VIII. Apoyar en la realización de estudios de investigación en materia administrativa, fiscal, de responsabilidades
de los servidores públicos y anticorrupción;

IX. Guardar la más estricta reserva respecto de los datos e información contenida en los expedientes que se
encuentren bajo su conocimiento y resguardo;

X. Otorgar al Magistrado de su adscripción la más amplia colaboración en el desarrollo de todas las actividades
que tengan a su cargo y las que el Tribunal le haya encomendado;

XI. Adoptar las medidas necesarias para la debida observancia de las Leyes, Reglamentos, Decretos, Acuerdos
Generales y demás disposiciones relacionadas con el funcionamiento y los servicios encomendados al área
a su cargo;

XII. Llevar un registro de las sentencias relevantes dictadas por el Tribunal a efecto de evitar la formulación de
criterios contradictorios;

XIII. Coadyuvar con el Magistrado de la ponencia de su adscripción, en la elaboración de informes y reportes
jurisdiccionales; y

XIV. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno y el Magistrado de su adscripción.

SECCIÓN QUINTA
SECRETARIOS DE ACUERDOS

Artículo 20. Facultades de los Secretarios de Acuerdos
1. A los Secretarios de Acuerdos les corresponden, complementariamente a las atribuciones que les asigna la

Ley, el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Acordar con el Magistrado los asuntos de su competencia;

II. Auxiliar en la instrucción de los juicios, procedimientos y recursos turnados al Magistrado al que se encuentren
adscritos y formular los proyectos de acuerdos, actas y proveídos que correspondan;

III. Dar cuenta al Magistrado, bajo su responsabilidad, y dentro de los plazos legales, con los escritos, documentos
y promociones, que se presenten ante la Oficialía de Partes y que correspondan a los juicios, procedimientos
y recursos bajo la instrucción y ponencia a la que se encuentren adscritos;

IV. Autorizar y dar fe de los acuerdos, actas, autos, despachos, diligencias, exhortos, proveídos y toda clase de
actos que se expidan, asienten o practiquen por el Magistrado de su adscripción;

V. Conducir y desarrollar las audiencias relativas a los juicios, procedimientos y recursos competencia del
Tribunal;



VI. Asentar en los expedientes las certificaciones que procedan conforme a la ley o aquellas que ordene el
Magistrado al que se encuentren adscritos;

VII. Expedir copias certificadas o autorizadas que la ley determine o aquellas que deban expedirse a las partes a
solicitud de las mismas;

VIII. Permitir a los interesados y sus autorizados, previa entrega de identificación oficial, la consulta de los
expedientes en que sean parte;

IX. Cuidar que los expedientes sean debidamente foliados al agregarse cada una de las hojas, sellando las
actuaciones, oficios y demás documentos que lo requieran;

X. Guardar, en el secreto del Tribunal, los documentos que amparen valores relacionados con los expedientes
turnados al Magistrado de su adscripción;

XI. Inventariar y conservar en su poder los expedientes mientras se encuentren turnados al Magistrado a la cual
estén adscritos;

XII. Recibir el día de su término, en su domicilio particular, las promociones que ya tengan asignado expediente
para su tramitación, relacionadas con juicios, procedimientos y recursos en curso, siempre que la sede del
Tribunal se encuentre cerrada debido a la conclusión del horario de atención al público;

XIII. Ordenar y vigilar que se despachen, sin demora, los asuntos y correspondencia del Magistrado al cual están
adscritos, ya sea que se refiera a negocios judiciales del mismo o al desahogo de los oficios o proveídos que
se manden librar en las determinaciones respectivas que se dicten en los expedientes;

XIV. Llevar los libros de control y resguardar los sellos oficiales que le correspondan; y

XV. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno y el Magistrado de su adscripción.

SECCIÓN SEXTA
ACTUARIOS

Artículo 21. Facultades de los Actuarios
1. A los Actuarios les corresponden, complementariamente a las atribuciones que les asigna la Ley, el ejercicio

de las facultades siguientes:

I. Notificar, en tiempo y forma, los acuerdos, autos y resoluciones recaídas en los expedientes relativos a los
juicios, procedimientos y recursos competencia del Tribunal que para tal efecto les sean turnados;

II. Realizar las notificaciones y diligencias que deban practicarse;

III. Dar fe pública de las actuaciones y diligencias que realicen;

IV. Tener bajo su responsabilidad los expedientes o documentos necesarios para la realización de las
notificaciones y diligencias que deban realizarse;

V. Recabar acuse de recibo, al entregar los expedientes y las constancias de las notificaciones o diligencias
practicadas;

VI. Practicar en cualquier tiempo, sean días y horas hábiles o inhábiles, según se requiera, las notificaciones y
diligencias que le ordenen el Pleno, el Magistrado Presidente, los Magistrados, la Secretaría General de
Acuerdos o los secretarios de acuerdos;

VII. Llevar un libro de registro sobre las diligencias y notificaciones que se hayan efectuado;

VIII. Informar, de inmediato, al Secretario de Acuerdos del Magistrado al que se encuentren adscritos, o en su caso
al Secretario General de Acuerdos, sobre el resultado de las actividades que les sean asignadas, así como
sobre las notificaciones y diligencias realizadas;

IX. Notificar por cédula que se fije en los estrados del Tribunal los acuerdos generales que emita el Pleno y los
demás actos que éste determine;

X. Realizar las notificaciones electrónicas en los términos prescritos en las disposiciones jurídicas aplicables;

XI. Llevar los registros sobre las diligencias y notificaciones que se hayan efectuado y los demás que se consideren
indispensables para el debido cumplimiento de sus funciones; y



XII. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno y el Magistrado de su adscripción.

2. Los Actuarios tendrán fe pública con respecto de las diligencias y notificaciones que practiquen, para lo cual
deberán conducirse siempre con apego a la verdad, bajo la pena de incurrir en las responsabilidades que
prevengan las Leyes y disposiciones jurídicas aplicables.

SECCIÓN SÉPTIMA
ASESORES ESPECIALIZADOS

Artículo 22. Facultades de los Asesores Especializados
1. A los Asesores Especializados les corresponde el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Brindar asistencia y asesoría técnica especializada en materia de responsabilidades administrativas,
fiscalización superior, auditoría, transparencia, hechos de corrupción y rendición de cuentas;

II. Auxiliar al Magistrado al que se encuentren adscritos en el estudio, tramitación, resolución y despacho de los
expedientes derivados de la Ley General;

III. Preparar y entregar al Magistrado de su adscripción los estudios, opiniones, dictámenes, acuerdos,
resoluciones o proyectos de instrumentos solicitados por éste;

IV. Apoyar al Secretario de Acuerdos y al Proyectista de su adscripción en el ejercicio de su actividad jurisdiccional
y en el óptimo cumplimiento de sus funciones;

V. Intervenir en todos aquellos asuntos que demanden una atención prioritaria o especializada;

VI. Generar informes, fichas y reportes sobre los asuntos que se les asignen;

VII. Desahogar las consultas jurídicas que se le formulen;

VIII. Atender y dar seguimiento al programa de trabajo del Magistrado de su adscripción;

IX. Coadyuvar en la capacitación del personal jurisdiccional bajo el mando del Magistrado de su adscripción;

X. Apoyar en los actos, reuniones, eventos y actividades necesarios para el cumplimiento de sus atribuciones;
y

XI. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno y el Magistrado de su adscripción.

SECCIÓN OCTAVA
ASISTENTES DE PONENCIA

Artículo 23. Facultades de los Asistentes de Ponencia

1. A los Asistentes de Ponencia les corresponde el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Organizar y controlar la agenda, audiencia y archivo del Magistrado al que se encuentren adscritos;

II. Recibir, responder y despachar la correspondencia, oficios y peticiones dirigidos al Magistrado;

III. Recabar la información y elementos necesarios para la participación del Magistrado en eventos propios del
desempeño de su encargo;

IV. Asistir durante las sesiones del Pleno al Magistrado al que se adscriben en el desahogo de los asuntos,
acuerdos y proyectos de resolución que le correspondan;

V. Coadyuvar en la conducción de un sistema de control de gestión de los asuntos de la Ponencia del Magistrado;

VI. Brindar apoyo técnico y logístico en actividades definidas o determinadas por el Magistrado;

VII. Organizar y llevar control de las reuniones de trabajo del Magistrado y de los acuerdos que de ellas se deriven;

VIII. Tramitar ante la Secretaría General de Acuerdos, Secretaría Técnica y Unidad de Administración y Finanzas,
los recursos y servicios necesarios para el cumplimiento de las funciones del Magistrado al que se encuentran
adscritos;



IX. Apoyar en la revisión y debida integración de los expedientes asignados a la ponencia del Magistrado;

X. Atender las representaciones y comisiones oficiales que se les asignen; y

XI. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno y el Magistrado de su adscripción.

CAPÍTULO III
DE LA ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA

SECCIÓN PRIMERA
SECRETARÍA TÉCNICA

Artículo 24. Facultades del Secretario Técnico

1. Al Secretario Técnico le corresponde el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Ejercer las funciones de enlace del Tribunal con el Sistema Estatal Anticorrupción:

a) Establecer las bases y ejecutar las acciones necesarias para la efectiva coordinación del Tribunal con el
Sistema Estatal;

b) Llevar la agenda del Magistrado Presidente para las sesiones del Comité Coordinador del Sistema Estatal,
así como de la Junta de Gobierno de la Secretaría Ejecutiva de dicho Sistema;

c) Asistir al Magistrado Presidente en las sesiones del Comité Coordinador del Sistema Estatal, así como
de la Junta de Gobierno de la Secretaría Ejecutiva de dicho Sistema;

d) Colaborar con el Magistrado Presidente en la elaboración de acuerdos, posicionamientos, recomendaciones
y propuestas que se presenten por el Tribunal al Comité Coordinador o la Junta de Gobierno de la Secretaría
Ejecutiva del Sistema Estatal;

e) Dar puntual seguimiento a los acuerdos dictados por el Comité Coordinador del Sistema Estatal en lo que
corresponda a la competencia del Tribunal;

f) Formular y proponer al Pleno, por conducto del Magistrado Presidente, el Programa Anticorrupción del
Tribunal, supervisar su implementación, evaluar su cumplimiento y promover su actualización;

g) Determinar los mecanismos de suministro e intercambio de información que lleve a cabo el Tribunal con
el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción;

h) Emitir un informe anual de participación del Tribunal ante el Comité Coordinador del Sistema Estatal, que
deberá integrarse al Informe Anual de Labores del Magistrado Presidente;

i) Establecer un observatorio permanente sobre la legislación en materia anticorrupción, a fin de identificar
sus fallas y vacíos legales;

j) Formular las contestaciones en caso de recomendaciones o exhortos dirigidos al Tribunal por el Comité
Coordinador del Sistema Estatal o del Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción; y

k) Coadyuvar con el Comité de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción en el cumplimiento
de sus funciones.

II. Formular estudios y proyectos estratégicos:

a) Coadyuvar en la conducción de la planeación estratégica del Tribunal y en la implementación y seguimiento
de las políticas públicas a su cargo;

b) Proponer al Pleno, por conducto del Magistrado Presidente, proyectos estratégicos en materia jurisdiccional,
administrativa, jurídica y de mejoramiento de los servicios y funciones del Tribunal;

c) Realizar el estudio y análisis periódico de la normatividad en las materias competencia del Tribunal y, en
su caso, proponer y formular las iniciativas de Ley o de reformas correspondientes;

d) Auxiliar al Magistrado Presidente en la formulación del Informe Anual de Labores;

e) Apoyar al Magistrado Presidente y la Unidad de Finanzas y Administración, en la formulación del
anteproyecto de presupuestos de egresos correspondiente del Tribunal;

f) Elaborar los reportes sobre el avance de los planes, programas y proyectos estratégicos del Tribunal;



g) Formular las bases generales, manuales, y lineamientos de actuación para la administración y operación
del Tribunal y sus servidores públicos que le requiera el Pleno o el Magistrado Presidente;

h) Formular, a propuesta de algún Magistrado o del Pleno, las propuestas de reforma, adición o derogación
de disposiciones del Reglamento Interior;

i) Promover la celebración de foros, conferencias, seminarios, simposios, coloquios, diplomados y cursos
en materias relacionadas con la actividad del Tribunal;

j) Formular los convenios de colaboración, coordinación, cooperación o concertación que el Tribunal se
proponga celebrar con personas físicas o morales, públicas o privadas, para la consecución de sus fines;
y

k) Preparar los dictámenes, estudios, planes, programas, proyectos y demás instrumentos que le requiera
el Pleno o el Magistrado Presidente.

III. Dirigir la comunicación social del Tribunal:

a) Proponer y operar la política y los programas de comunicación institucional; así como las campañas sobre
derecho a la tutela judicial efectiva, promoción de la cultura de la legalidad y anticorrupción;

b) Implementar políticas públicas en materia de comunicación social libres de estereotipos discriminadores
y vigilar su cumplimiento;

c) Conducir la relación con los medios de comunicación, informarles sobre las actividades institucionales y
facilitarles la cobertura periodística de las mismas;

d) Organizar entrevistas y conferencias de prensa;

e) Mantener relación con organismos públicos o privados interesados en la comunicación de las actividades
del Tribunal;

f) Mantener informados a los Magistrados a través de un sistema de monitoreo, síntesis y evaluación de la
información y opinión difundida en medios de comunicación impresos y electrónicos;

g) Acordar con el Secretario Técnico las políticas de información institucional que se difundan;

h) Contribuir con el Jefe de Departamento de Sistemas y Soporte Tecnológico en la actualización de la página
de internet del Tribunal y sus redes sociales;

i) Dar seguimiento a investigaciones y estudios de opinión;

j) Auxiliar a los Magistrados en el manejo de su agenda con los distintos medios de comunicación;

k) Proponer y coordinar la producción de campañas de difusión institucional y la elaboración de materiales
electrónicos, audiovisuales, fotográficos o impresos; y

l) Coadyuvar en el ámbito de su competencia a la difusión de las actividades de las diversas áreas del Tribunal,
de conformidad con los lineamientos que dicte el Secretario Técnico.

IV. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno y el Magistrado Presidente.

2. El Secretario Técnico contará con fe pública para certificar los documentos que obren en los archivos del
Tribunal y los que así se requieran para efectos de carácter administrativo o jurisdiccional.

Artículo 25. Facultades de las áreas adscritas a la Secretaría Técnica
1. El Secretario Técnico para el eficaz despacho de sus atribuciones, se auxiliará de los servidores públicos

siguientes:

I. Coordinador de Enlace con el Sistema Estatal Anticorrupción, a quien le corresponderá coadyuvar y
auxiliar en el ejercicio de las facultades previstas en la fracción I del artículo 24 de este Reglamento;

II. Coordinador de Estudios y Proyectos Estratégicos, a quien le corresponderá coadyuvar y auxiliar en el
ejercicio de las facultades previstas en la fracción II del artículo 24 de este Reglamento; y

III. Jefe Departamento de Comunicación Social, a quien le corresponderá coadyuvar y auxiliar en el ejercicio
de las facultades previstas en la fracción III del artículo 24 de este Reglamento.

2. Los servidores públicos indicados en las fracciones anteriores tendrán además de las atribuciones específicas
que ahí se señalan, las adicionales que les asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones
jurídicas aplicables, así como las que determine el Pleno, el Magistrado Presidente y el Secretario Técnico.



SECCIÓN SEGUNDA
UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS

Artículo 26. Facultades de la Unidad de Administración y Finanzas
1. Al Titular de la Unidad de Administración y Finanzas le corresponde el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Administrar los recursos financieros, humanos, materiales e informáticos del Tribunal;

II. Controlar y vigilar el patrimonio del Tribunal, así como el uso eficiente de sus bienes;

III. Elaborar, anualmente, en coordinación con el Magistrado Presidente, el anteproyecto de Presupuesto de
Egresos del Tribunal, que será presentado por éste último a la consideración del Pleno;

IV. Ejercer las partidas presupuestales aprobadas;

V. Llevar el registro relativo al ejercicio del gasto público autorizado al Tribunal de acuerdo con el Presupuesto de
Egresos correspondiente;

VI. Realizar la evaluación del ejercicio del gasto público autorizado al Tribunal y proponer las modificaciones
presupuestales que se requieran;

VII. Operar los sistemas administrativos, informáticos y contables para el ejercicio y control presupuestal;

VIII. Tramitar los nombramientos, adscripciones, readscripciones, remociones, renuncias, licencias y jubilaciones
de los servidores públicos del Tribunal;

IX. Controlar y llevar el registro de las personas sujetas al pago de honorarios y becarios de servicio social;

X. Gestionar, contratar, controlar y suministrar los bienes y servicios que requiera el funcionamiento del Tribunal;

XI. Programar las requisiciones de compras, servicios y gastos del Tribunal;

XII. Administrar los bienes inmuebles al servicio del Tribunal y atender las necesidades de espacios físicos,
adaptaciones, instalaciones y mantenimiento de los mismos;

XIII. Elaborar el catálogo e inventario de los bienes al servicio del Tribunal y mantenerlo permanentemente
actualizado;

XIV. Celebrar y rescindir, previa autorización del Pleno, contratos de arrendamiento de bienes muebles e inmuebles,
para el uso del Tribunal;

XV. Controlar y registrar las entradas y salidas de bienes muebles del almacén del Tribunal; y

XVI. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno y el Magistrado Presidente.

Artículo 27. Facultades del Departamento de Sistemas y Soporte Tecnológico
1. Al Jefe de Departamento de Sistemas y Soporte Tecnológico le corresponde el ejercicio de las facultades

siguientes:

I. Realizar el análisis, diseño, evaluación y actualización de los sistemas de cómputo y de telecomunicaciones
necesarios para coadyuvar al cumplimiento de la función del Tribunal;

II. Aplicar las acciones y programas de mantenimiento preventivo y correctivo de los equipos de cómputo del
Tribunal;

III. Elaborar instructivos, guías, manuales y demás documentos relacionados con el uso, operación y manejo de
los diferentes sistemas;

IV. Proponer los controles, lineamientos y medidas para el aseguramiento de la información derivada de los
procedimientos competencia del Tribunal;

V. Gestionar la adquisición de equipo de cómputo y de telecomunicaciones, software y herramientas informáticas
para satisfacer los requerimientos operativos del Tribunal;

VI. Cuidar la integridad de los sistemas en la transferencia de información;

VII. Administrar los accesos a los sistemas de la red;

VIII. Auxiliar en los respaldos correspondientes a la información;

IX. Apoyar al personal del Tribunal en materia informática y tecnológica;



X. Mantener y actualizar la página de internet del Tribunal y sus redes sociales;

XI. Encargarse de la operación de las transmisiones de las sesiones en vivo del Tribunal;

XII. Supervisar el sistema de seguridad de video-vigilancia del Tribunal; y

XIII. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno, el Magistrado Presidente y el Titular de la Unidad de Administración y Finanzas.

SECCIÓN TERCERA
ÓRGANO INTERNO DE CONTROL

Artículo 28. Definición
1. El Órgano Interno de Control es la unidad administrativa con autonomía técnica y de gestión a cargo de

promover, evaluar y fortalecer el buen funcionamiento del control interno del Tribunal, con las funciones y
atribuciones que en materia de desarrollo institucional, vigilancia de la función pública y responsabilidades
administrativas le confieren la Constitución Federal, la Ley General, la Constitución del Estado, la Ley y este
Reglamento.

Artículo 29. Facultades del Órgano Interno de Control

1. Al Titular del Órgano Interno de Control le corresponde, complementariamente a las atribuciones que le asigna
la Ley, el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Promover la vigilancia y disciplina de la función jurisdiccional y del ejercicio administrativo a cargo del Tribunal
de conformidad con los acuerdos generales que emita el Pleno;

II. Proponer ante el Pleno, por conducto del Magistrado Presidente, cambios y medidas administrativas e
institucionales tendentes a mejorar el funcionamiento del Tribunal;

III. Impulsar la capacitación, formación y especialización continua de los servidores públicos del Tribunal;

IV. Posibilitar, por conducto de la Unidad de Transparencia, el acceso a la información pública del Tribunal y al
conocimiento de las actividades de sus servidores públicos con apego a las disposiciones previstas en las
Leyes de la materia;

V. Coordinar y supervisar la entrega-recepción de las áreas jurisdiccionales y administrativas del Tribunal;

VI. Aprobar el Código de Ética que deberá publicarse en el Periódico Oficial del Estado;

VII. Implementar mecanismos internos para prevenir actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades
administrativas;

VIII. Coadyuvar en la implementación y seguimiento del Programa Anticorrupción;

IX. Operar el sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y constancia de presentación de
declaración fiscal en términos de lo dispuesto en la Ley General;

X. Revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de los recursos públicos del Tribunal;

XI. Vigilar que las adquisiciones, arrendamientos, servicios y contrataciones del Tribunal, así como el manejo de
su patrimonio, se ajuste a las disposiciones jurídicas que los rijan;

XII. Participar en los Comités de adquisiciones y de ética del Tribunal;

XIII. Promover la adopción de mecanismos de supervisión y seguridad respecto de los recursos financieros,
humanos, materiales e informáticos del Tribunal;

XIV. Realizar auditorías, revisiones y evaluaciones para el debido cumplimiento de las atribuciones a su cargo en
términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

XV. Coadyuvar con el Órgano Superior de Auditoria y Fiscalización Gubernamental del Estado en el cumplimiento
de sus funciones en los términos de la ley de la materia;

XVI. Operar el sistema de quejas y sugerencias;

XVII. Investigar las conductas de los servidores públicos del Tribunal y particulares que puedan constituir
responsabilidades administrativas, calificar las presuntas faltas y substanciar el procedimiento de responsabilidad



administrativa que corresponda, por conducto de las autoridades competentes respectivas adscritas al Órgano
Interno de Control, en términos de lo previsto en la Ley General y este Reglamento;

XVIII. Resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa tratándose de faltas administrativas no graves en
términos de lo previsto en la Ley General y este Reglamento;

XIX. Promover ante las instancias correspondientes, las acciones legales que se deriven de los resultados de sus
procedimientos;

XX. Conocer, tramitar y resolver el recurso de revocación que se interponga para cuestionar la resolución dictada
por el propio Titular del Órgano Interno de Control relativa a la comisión de faltas administrativas no graves
atribuidas a servidores públicos del Tribunal en términos de lo previsto en la Ley General;

XXI. Presentar denuncias por hechos que las Leyes señalen como delitos ante la Fiscalía Especializada en
Combate a la Corrupción; y

XXII. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno.

Artículo 30. Facultades del Departamento de Investigaciones
1. Al Jefe de Departamento de Investigaciones le corresponde el ejercicio de las facultades siguientes:

I. Fungir como autoridad investigadora de faltas administrativas del Órgano Interno de Control con las atribuciones
que a las autoridades de su tipo le confiere la Ley General;

II. Conocer de las denuncias que toda persona física o moral, o servidor público, le presenten con relación a actos
u omisiones que pudieran constituir o vincularse con faltas administrativas cometidas por servidores públicos
del Tribunal o particulares;

III. Llevar de oficio las auditorías o investigaciones debidamente fundadas y motivadas respecto de las conductas
de los servidores públicos y particulares que puedan constituir responsabilidades administrativas en el ámbito
de su competencia;

IV. Ordenar la práctica de visitas de verificación;

V. Formular requerimientos, debidamente fundados y motivados, a las personas físicas o morales, públicas o
privadas, que sean sujetos de investigación por presuntas irregularidades cometidas en el ejercicio de sus
funciones;

VI. Conocer y dar trámite a la vista que le hagan la Auditoría Superior de la Federación y el Órgano Superior de
Auditoria y Fiscalización Gubernamental del Estado cuando tengan conocimiento de la presunta comisión de
faltas administrativas, a efecto de que proceda a realizar la investigación correspondiente;

VII. Calificar como grave o no grave las presuntas faltas administrativas que deriven de su investigación;

VIII. Notificar al denunciante, cuando este fuere identificable, la calificación de los hechos como faltas administrativas
no graves y la forma en que el notificado podrá acceder al expediente de presunta responsabilidad administrativa;

IX. Recibir y dar trámite al recurso de inconformidad que se interponga por el denunciante en contra de la calificación
de la falta administrativa como no grave emitida por el propio Departamento de Investigaciones y, en su
oportunidad, remitirlo al Oficial de Partes para su substanciación y resolución por parte del Tribunal, en términos
de lo dispuesto por los artículos 102 al 110 de la Ley General;

X. Impugnar ante el Tribunal mediante el recurso de inconformidad el acuerdo de abstención a que se refiere el
artículo 101 de la Ley General que emita el Jefe de Departamento de Procedimientos de Responsabilidad
Administrativa;

XI. Preparar el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa en términos de lo previsto en el artículo 194
de la Ley General. El informe incluirá la calificación de la conducta como grave o no grave que se hubiere
realizado;

XII. Promover el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa ante el Departamento de Procedimientos de
Responsabilidad Administrativa en su carácter de autoridad substanciadora;

XIII. Emitir acuerdo de conclusión y archivo del expediente, en caso de no encontrarse elementos suficientes para
demostrar la existencia de la infracción y la presunta responsabilidad del infractor.

Dicha determinación, en su caso, se notificará a los servidores públicos del Tribunal y particulares sujetos a
la investigación, así como a los denunciantes cuando éstos fueren identificables, dentro del término que señala
la Ley General;



XIV. Dar fe de los actos, actuaciones y diligencias en las que intervenga; y

XV. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno y el Titular del Órgano Interno de Control.

Artículo 31. Facultades del Departamento de Procedimientos de Responsabilidad Administrativa

1. Al Jefe de Departamento de Procedimientos de Responsabilidad Administrativa le corresponde el ejercicio de
las facultades siguientes:

I. Fungir como autoridad substanciadora del procedimiento de responsabilidad administrativa del Órgano Interno
de Control con las atribuciones que a las autoridades de su tipo le confiere la Ley General;

II. Abstenerse, emitiendo el acuerdo respectivo, de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa
cuando de las investigaciones practicadas advierta que no existe daño ni perjuicio a la Hacienda Pública o al
patrimonio del Tribunal y que se actualiza cualquiera de las hipótesis previstas en las fracciones I y II del artículo
101 de la Ley General;

III. Prevenir al Departamento de Investigaciones para que subsane el Informe de Presunta Responsabilidad
Administrativa cuando advierta que adolece de alguno o algunos de los requisitos señalados en el artículo 194
de la Ley General o la narración de los hechos fuere obscura o imprecisa;

IV. Proceder, tratándose de faltas administrativas no graves, de conformidad con las fracciones I a IX del artículo
208 de la Ley General y, acto seguido, poner el expediente a disposición de la autoridad resolutora, esto es,
el Titular del Órgano Interno de Control para que dicte la resolución que en derecho corresponda;

V. Proceder, tratándose de faltas administrativas graves, de conformidad con las fracciones I a VII del artículo 208
de la Ley General y, acto seguido, continuar conforme a lo dispuesto en el artículo 209 de la referida Ley General,
poniendo el asunto a disposición del Tribunal para que substancie y resuelva lo que en derecho corresponda;

VI. Hacer uso de los medios de apremio previstos en la Ley General para hacer cumplir sus determinaciones;

VII. Dar fe de los actos, actuaciones y diligencias en las que intervenga; y

VIII. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno y el Titular del Órgano Interno de Control.

Artículo 32. Facultades del Departamento de Capacitación y Especialización

1. Al Jefe de Departamento de Capacitación y Especialización le corresponde el ejercicio de las facultades
siguientes:

I. Promover y ejecutar programas en materia de capacitación y especialización para los servidores públicos del
Tribunal;

II. Gestionar y organizar cursos, seminarios, congresos, conferencias, talleres, coloquios, simposios y demás
eventos que contribuyan a la capacitación en temas especializados para la función jurisdiccional;

III. Impulsar proyectos de investigación, formación, difusión y actualización;

IV. Fomentar la participación del personal jurisdiccional en actividades docentes y académicas;

V. Proponer acuerdos y convenios con personas físicas o morales, públicas o privadas, en materia de
profesionalización, capacitación y especialización;

VI. Coadyuvar en la generación de base de datos y demás información relevante para el apoyo a la función
jurisdiccional;

VII. Gestionar ante las instituciones de educación superior, la asignación de pasantes para la prestación de servicio
social constitucional y prácticas profesionales en el Tribunal;

VIII. Aplicar evaluaciones del desempeño a los servidores públicos del Tribunal de conformidad con los acuerdos
generales que al efecto emita el Pleno;

IX. Coordinar publicaciones de índole académica y de difusión de la cultura jurídica conforme a la política editorial
que dicte el Pleno; y

X. Las demás que le asignen las Leyes, este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como
las que determine el Pleno y el Titular del Órgano Interno de Control.



Artículo 33. Facultades de la Unidad de Transparencia
1. La Unidad de Transparencia es la encargada de vigilar el cumplimiento de las obligaciones del Tribunal en

materia de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales y de dar trámite
a las solicitudes que se deriven de dichas obligaciones.

2. Al Titular de la Unidad de Transparencia le corresponde el ejercicio de las facultades siguientes:

I. En materia de transparencia y acceso a la información pública:

a) Poner a disposición del público y mantener actualizada, en la página de internet del Tribunal, la información
de publicación obligatoria atinente a todo sujeto obligado a que se refiere la Ley General de Transparencia
y Acceso a la Información Pública y la legislación local aplicable en la materia;

b) Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la información;

c) Auxiliar a los particulares en la elaboración de solicitudes de acceso a la información y, en su caso,
orientarlos sobre los sujetos obligados competentes conforme a la normatividad aplicable;

d) Realizar los trámites internos necesarios para la atención de las solicitudes de acceso a la información;

e) Efectuar las notificaciones a los solicitantes;

f) Proponer al Comité de Transparencia los procedimientos internos que aseguren la mayor eficiencia en la
gestión de las solicitudes de acceso a la información, conforme a la normatividad aplicable;

g) Dirigir al personal a su cargo para recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la información;

h) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información, respuestas, resultados, costos de
reproducción y envío;

i) Promover e implementar políticas de transparencia proactiva procurando su accesibilidad;

j) Fomentar la transparencia y accesibilidad al interior del Tribunal;

k) Hacer del conocimiento del Departamento de Investigaciones la probable responsabilidad por el
incumplimiento de las obligaciones previstas en Ley General de Transparencia y Acceso a la Información
Pública y la legislación local aplicable en la materia; y

l) Las demás que en materia de transparencia y acceso a la información pública le asignen las Leyes, este
Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como las que determine el Pleno y el Titular
del Órgano Interno de Control.

II. En materia de protección de datos personales:

a) Auxiliar y orientar al titular que lo requiera con relación al ejercicio del derecho a la protección de datos
personales;

b) Gestionar las solicitudes para el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y
oposición al tratamiento de datos personales;

c) Establecer mecanismos para asegurar que los datos personales solo se entreguen a su titular o su
representante debidamente acreditados;

d) Informar al titular o su representante el monto de los costos a cubrir por la reproducción y envío de los datos
personales, con base en lo establecido en las disposiciones normativas aplicables;

e) Proponer al Comité de Transparencia los procedimientos internos que aseguren y fortalezcan mayor
eficiencia en la gestión de las solicitudes para el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación,
cancelación y oposición al tratamiento de datos personales;

f) Aplicar instrumentos de evaluación de calidad sobre la gestión de las solicitudes para el ejercicio de los
derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición al tratamiento de datos personales;

g) Asesorar a las áreas adscritas al Tribunal en materia de protección de datos personales; y

h) Las demás que en materia de protección de datos personales le asignen las Leyes, este Reglamento y
demás disposiciones jurídicas aplicables, así como las que determine el Pleno y el Titular del Órgano
Interno de Control.

3. Adicionalmente, el Titular de la Unidad de Transparencia fungirá como Secretario Ejecutivo del Comité de
Transparencia y con tal carácter le corresponderá organizar las sesiones de éste, tomar las votaciones, levantar
y autorizar con su firma las actas o minutas correspondientes, llevar el control de las mismas, dar fe de los actos



en los que intervenga, verificar el cumplimiento de los acuerdos adoptados y en general auxiliar en la conducción
del referido Comité.

Artículo 34. Facultades de las áreas adscritas a la Unidad de Transparencia
1. El Titular de la Unidad de Transparencia para el eficaz despacho de sus atribuciones, se auxiliará de los

servidores públicos siguientes:

I. Oficial de Acceso a la Información Pública, a quien le corresponderá coadyuvar y auxiliar en el ejercicio
de las facultades previstas en la fracción I del artículo 33 de este Reglamento; y

II. Oficial de Protección de Datos Personales, a quien le corresponderá coadyuvar y auxiliar en el ejercicio de
las facultades previstas en la fracción II del artículo 33 de este Reglamento.

CAPÍTULO IV
DE LOS ÓRGANOS COADYUVANTES DEL TRIBUNAL

Artículo 35. Órganos coadyuvantes

1. El Tribunal podrá contar con los Comités y comisiones que considere pertinentes, a efecto de cumplir con algún
mandato legal, contribuir al ejercicio de la función jurisdiccional especializada que tiene asignada o dar
eficiencia al desempeño de las actividades administrativas encomendadas.

2. Los Comités y comisiones se integrarán, organizarán y funcionarán de conformidad con los Reglamentos
atinentes a ellos y, en su caso, en los acuerdos generales que emita el Pleno. Ello sin perjuicio de las
disposiciones contenidas en las Leyes que en lo conducente les resulten aplicables.

3. Los Comités y comisiones estarán facultados para adoptar acuerdos, emitir directrices, impulsar medidas, dar
seguimiento y evaluar las actividades que correspondan a las estructuras Jurisdiccional y Administrativa del
Tribunal, acorde con los objetivos y metas institucionales que se establezcan, a fin de propiciar unidad,
coherencia y método en las tareas que tienen asignadas, y así coadyuvar en la labor de impartir justicia en
materia administrativa, fiscal y de responsabilidades de los servidores públicos.

Artículo 36. Comités

1. Los Comités son órganos que se constituyen y funcionan en el ámbito de competencia del Tribunal con el
propósito de cumplir con algún mandato legal.

2. El Tribunal contará con los siguientes Comités:

I. Comité de Adquisiciones;

II. Comité de Ética;

III. Comité de Igualdad de Género;

IV. Comité de Transparencia; y

V. Los demás que constituya el Pleno.

Artículo 37. Comité de Adquisiciones
1. El Comité de Adquisiciones tiene por objeto conocer e intervenir en los actos y procedimientos relativos a las

adquisiciones, arrendamientos y contratación de servicios del Tribunal en los términos que al efecto fije el
Reglamento respectivo, tomando en consideración que el Tribunal, en su carácter de órgano constitucional local
autónomo, en términos de lo dispuesto por el artículo 1, párrafo 4, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos
y Servicios del Sector Público del Estado de Colima, está autorizado para aplicar los criterios y procedimientos
previstos en dicha ley sólo en lo no previsto en los ordenamientos que lo rijan y siempre que no se contrapongan
con los mismos, sujetándose a sus propios órganos de control.

Artículo 38. Comité de Ética

1. El Comité de Ética tiene por objeto promover los principios y directrices que rigen para la actuación de los
servidores públicos y que se contienen en los artículos 6 y 7 de la Ley General, para que en el ejercicio de la
función pública a cargo del Tribunal prevalezca en sus integrantes una conducta digna y justa que responda
a las necesidades de la sociedad y que oriente su desempeño.

2. El Comité de Ética será el órgano encargado de vigilar y coadyuvar en la aplicación y cumplimiento del Código
de Ética.



Artículo 39. Comité de Igualdad de Género
1. El Comité de Igualdad de Género tiene por objeto difundir, implementar y vigilar en el ejercicio de la función

pública del Tribunal, tanto en el ámbito de su actividad jurisdiccional como administrativa, los principios,
políticas, deberes y medidas contenidas en los siguientes Instrumentos y Leyes:

I. Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer1;

II. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención de
Belém Do Pará"2;

III. Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres;

IV. Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia;

V. Ley para la Igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado de Colima; y

VI. Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Colima.

2. Asimismo, el Tribunal, por conducto del Comité de Igualdad de Género, asume la observancia de los
compromisos adoptados en el Pacto para Introducir la Perspectiva de Género en los Órganos de Impartición
de Justicia en México, promovido por la Asociación Mexicana de Impartidores de Justicia, Asociación Civil.

Artículo 40. Comité de Transparencia

1. El Comité de Transparencia tiene por objeto ejercer las funciones previstas por los artículos 44 de la Ley General
de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 54 de la legislación local aplicable en la materia en el
ámbito de competencia del Tribunal.

2. El Comité de Transparencia estará integrado por el Magistrado Presidente, que presidirá a su vez el Comité,
y por los demás Magistrados del Tribunal.

3. Los Magistrados integrantes del Comité de Transparencia podrán ser suplidos y comparecer por conducto de
cualquiera de los servidores públicos que se indican en el artículo 6, párrafo 1, Apartado A, fracción I de este
Reglamento.

4. El Comité de Transparencia sesionará con la asistencia de la mayoría de sus integrantes y aprobará sus
resoluciones por mayoría de votos. En caso de empate, el Magistrado Presidente, o quien presida el Comité
en su ausencia, tendrá voto de calidad.

5. El Comité de Transparencia contará con un Secretario Ejecutivo que será el Titular de la Unidad de
Transparencia, con las facultades que al respecto prevé el artículo 33, párrafo 3, de este Reglamento.

Artículo 41. Comisiones

1. Las Comisiones son órganos que se constituyen y funcionan con el propósito de contribuir al ejercicio de la
función jurisdiccional especializada que tiene asignada el Tribunal o para dar eficiencia al desempeño de las
actividades administrativas encomendadas.

2. El Pleno podrá comisionar a cualquier servidor público del Tribunal para que se integre al trabajo de una o más
comisiones, quedando obligado a realizar las actividades que se indiquen o instruyan.

3. Las Comisiones podrán tener un carácter permanente o transitorio en atención al propósito o finalidad que
persigan.

TÍTULO TERCERO
DEL FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 42. Días y horas hábiles

1. De conformidad con lo establecido en la Ley, se consideran días hábiles todos los del año, excepto sábados
y domingos, los contemplados como inhábiles en la Ley Federal del Trabajo, aquellos que se determinen

1     Convención internacional adoptada en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América, el 18 de diciembre de 1979  y promulgada
mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo de 1981.
2    Convención internacional adoptada en la ciudad de Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994 y promulgada mediante Decreto publicado
en el Diario Oficial de la Federación  el 19 de enero de 1999.



inhábiles por las Leyes y los que por acuerdo del Pleno se suspendan labores en el Tribunal, en los cuales no
correrán los plazos.

2. En términos de la Ley referida, son horas hábiles para la práctica de diligencias por parte del Tribunal las
comprendidas entre las ocho y las diecinueve horas, pudiéndose habilitar horas adicionales en caso de
requerirse, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo siguiente.

3. Los actuarios estarán habilitados para practicar en cualquier tiempo, sean días y horas hábiles o inhábiles,
según se requiera, las notificaciones y diligencias que le ordenen el Pleno, el Magistrado Presidente, los
Magistrados, la Secretaría General de Acuerdos o los secretarios de acuerdos.

Artículo 43. Horario de atención al público
1. El horario de atención al público será de lunes a viernes de las nueve a las quince horas.

Artículo 44. Presentación de las promociones
1. En el horario de atención al público, las promociones, correspondencia y demás documentos dirigidos al

Tribunal o a sus servidores públicos, se presentarán en su sede ante el Oficial de Partes, quien extenderá a
los promoventes o interesados el correspondiente acuse de recibido y dará el trámite que corresponda conforme
a sus atribuciones.

2. Cuando debido a la conclusión del horario de atención al público, las oficinas del Tribunal se encuentren
cerradas y se trate de la presentación de promociones el día de su término, éstas podrán presentarse en los
domicilios particulares siguientes:

I. En el del Secretario General de Acuerdos, tratándose de las demandas, recursos y promociones iniciales que
no tengan asignado expediente para su tramitación, así como los recursos que tengan que presentarse ante
el Magistrado Presidente; y

II. En el de los secretarios de acuerdos, tratándose de las promociones que ya tengan asignado expediente para
su tramitación, relacionadas con juicios, procedimientos y recursos en curso.

3. El Pleno podrá autorizar a otros servidores públicos del Tribunal para los mismos propósitos señalados en el
párrafo anterior.

CAPÍTULO II
DE LAS REGLAS DE TURNO Y TRÁMITE

Artículo 45. Reglas de turno de demandas y promociones iniciales
1. El Secretario General de Acuerdos, en el caso de demandas y promociones iniciales que no tengan asignado

expediente para su tramitación jurisdiccional, dará cuenta al Magistrado Presidente, quien procederá a
distribuirlos entre los Magistrados de la siguiente manera:

I. Los asuntos se distribuirán por acuerdo del Magistrado Presidente, a propuesta del Secretario General de
Acuerdos, tomando en cuenta el orden cronológico y sucesivo de presentación de cada asunto, así como el
grado de complejidad y especialización de los temas; procurándose una distribución equitativa de las cargas
de trabajo; y

II. Cuando se advierta que entre dos o más juicios, procedimientos o recursos existe conexidad en la causa, por
estarse controvirtiendo el mismo acto o resolución, o bien, se aduzca respecto de actos o resoluciones
similares, una misma pretensión y causa de pedir, y por economía procesal se considere conveniente su estudio
en una misma instrucción y ponencia, el Magistrado Presidente turnará el o los expedientes al Magistrado que
haya sido instructor en el primero de ellos.

2. El orden en el turno de expedientes se podrá modificar en razón del equilibrio en las cargas de trabajo o cuando
la naturaleza de los asuntos así lo requiera, conforme a las reglas o instrucciones que dicte el Pleno mediante
Acuerdo General.

Artículo 46. Reglas de trámite de los recursos

1. En el caso de los recursos en materia contenciosa administrativa y fiscal previstos en la Ley, se procederá de
la siguiente manera:

I. Tratándose del recurso de reclamación, el Secretario General de Acuerdos dará cuenta al Magistrado
Presidente con la interposición del mismo, quien emitirá el acuerdo respectivo, ordenando correr traslado a las
demás partes para que dentro del plazo de tres días aleguen o manifiesten lo que a su derecho convenga.



Acto seguido, el Secretario General de Acuerdos dará cuenta al Magistrado Presidente de la contestación que
las partes hubieren dado en su caso al recurso de reclamación. Transcurrido el plazo concedido, con o sin
contestación de las partes, el Magistrado Presidente emitirá el acuerdo correspondiente, turnando los autos
a un Magistrado distinto del recurrido, a fin de que dentro del plazo de tres días elabore el proyecto de resolución
que someterá al Pleno;

II. Tratándose del recurso de queja, en los casos de las fracciones I, II y III del artículo 130 de la Ley3, el Secretario
de Acuerdos respectivo dará cuenta al Magistrado Instructor que hubiera conocido el asunto con la interposición
del indicado recurso, quien emitirá el acuerdo correspondiente, requiriendo a la autoridad responsable para que
rinda un informe dentro del plazo de cinco días.

Acto seguido, el Secretario de Acuerdos dará cuenta al Magistrado Instructor del informe rendido por la
autoridad. Transcurrido el plazo concedido, con o sin informe de la autoridad, el Magistrado Instructor emitirá
el acuerdo correspondiente y procederá a formular el proyecto de resolución respectivo que pondrá a
consideración del Pleno; y

III. Tratándose del recurso de queja, en el caso de la fracción IV del artículo 130 de la Ley4, el Secretario General
de Acuerdos dará cuenta al Magistrado Presidente con la interposición del mismo, quien emitirá el acuerdo
correspondiente, requiriendo al servidor público responsable del Tribunal para que rinda un informe dentro del
plazo de cinco días.

Acto seguido, el Secretario General de Acuerdos dará cuenta al Magistrado Presidente del informe rendido por
el servidor público. Transcurrido el plazo concedido, con o sin informe del servidor público, el Magistrado
Presidente emitirá el acuerdo correspondiente y turnará el expediente relativo a la queja a un Magistrado
Instructor distinto, quien procederá a formular el proyecto de resolución respectivo que pondrá a consideración
del Pleno.

2. En el caso de los recursos en materia de responsabilidades administrativas previstos en la Ley, se procederá
de la siguiente manera:

I. Tratándose de los recursos de inconformidad y de reclamación, el Secretario General de Acuerdos dará cuenta
al Magistrado Presidente con la remisión que de los mismos haga la autoridad recurrida. El Magistrado
Presidente emitirá el acuerdo de turno respectivo de conformidad con el artículo 45 de este Reglamento.

El Magistrado Instructor designado procederá, en lo conducente, en los términos previstos en los artículos 134
y 136 de la Ley, según corresponda al recurso de inconformidad o reclamación asignado a su instrucción.

En el caso del recurso de reclamación, el Magistrado Instructor también estará facultado para resolverlo por
sí mismo en definitiva; y

II. Tratándose de los recursos de apelación y de revisión, el Secretario General de Acuerdos dará cuenta al
Magistrado Presidente con la interposición de los mismos, quien emitirá el acuerdo de turno respectivo de
conformidad con el artículo 45 de este Reglamento.

El Magistrado Instructor designado para conocer un recurso de apelación o revisión, será distinto de aquel que
haya sido el ponente de la resolución recurrida.

El Magistrado Instructor designado procederá, en lo conducente, en los términos previstos en los artículos 138
y 140 de la Ley, según corresponda al recurso de apelación o revisión asignado a su instrucción.

El Magistrado que haya sido el ponente de la resolución recurrida no estará impedido para conocer, intervenir
y votar el proyecto de resolución definitiva que corresponda.

Artículo 47. Acuerdo de escisión

1. El Magistrado Instructor que se encuentre sustanciando un juicio, procedimiento o recurso podrá proponer al
Pleno un acuerdo de escisión respecto del mismo, si en el escrito de demanda se impugnan diversos actos
o resoluciones o bien, existe pluralidad de actores o demandados y, en consecuencia, se estime fundadamente
que no es conveniente resolverlo en forma conjunta, por no presentarse causa alguna que así lo justifique y
siempre que no se actualice alguna causal de improcedencia o sobreseimiento.

3     Las fracciones I, II y III del artículo 130 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Colima, disponen que el recurso de queja es procedente:
(fracción I) Contra la parte demandada o cualquier otra autoridad, por violación, exceso o defecto en la ejecución del auto o resolución por
el que se haya concedido la suspensión del acto reclamado; (fracción II) Contra el exceso o defecto en la ejecución de las sentencias del
Tribunal que haya declarado fundada la pretensión del actor; y (fracción III) Contra la repetición del acto administrativo o fiscal anulado.
4 La fracción IV del artículo 130 de la Ley referida, dispone que el recurso de queja es procedente: (fracción IV) C
ontra los actos de los magistrados, secretarios de acuerdos y actuarios del Tribunal, por el retardo injustificado en las actuaciones procesales



2. Dictado el acuerdo de escisión, la Secretaría General de Acuerdos por acuerdo del Magistrado Presidente,
procederá a turnar el expediente del juicio o procedimiento al Magistrado que corresponda, quien deberá concluir
con la sustanciación y formular el proyecto de sentencia respectivo.

Artículo 48. Returno de expedientes
1. En caso de que algún Magistrado se ausente de sus funciones, mediante acuerdo del Magistrado Presidente,

se podrán returnar los expedientes de su instrucción y ponencia a otro Magistrado para que continúe su
sustanciación, hasta en tanto se reincorpore a sus actividades el Magistrado designado originalmente.

Artículo 49. Turno de asuntos posterior a la fecha de la sentencia
1. En los casos de cumplimiento de sentencia, de cualquier promoción o incidente posterior a la fecha de la misma,

relacionadas con el expediente, el turno corresponderá al Magistrado Ponente.

CAPÍTULO III
DEL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA,
IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO

Artículo 50. Consecuencia de la omisión de requisitos de la demanda

1. Cuando el promovente omita algunos de los requisitos señalados en el artículo 65, párrafo 1, fracciones II, III,
IV, V, VII y VIII y párrafo 2 de la Ley, el Magistrado Instructor, previo a la admisión de la demanda, requerirá
mediante notificación personal al actor para que en el plazo de tres días hábiles subsane los requisitos omitidos,
haga las aclaraciones que correspondan o presente las copias faltantes, apercibiéndolo que de no hacerlo se
le tendrá por no presentada la demanda o, en su caso, por no ofrecidas las pruebas documentales que adjuntó
a la misma.

Artículo 51. Desechamiento de plano de la demanda
1. Procede el desechamiento de plano de la demanda por parte del Magistrado Instructor, siempre y cuando no

haya sido admitida a trámite, cuando se actualice cualquiera de los supuestos señalados en el artículo 66 de
la Ley, siguientes:

I. Si existe motivo manifiesto o indudable de improcedencia, esto es, cuando se actualice alguna de las causas
de improcedencia previstas en el artículo 85 de la Ley;

II. Siendo obscura o irregular, cuando habiendo prevenido al actor para subsanarla, no lo hiciere en el plazo de
tres días hábiles; y

III. Cuando se omita alguno de los requisitos señalados en las fracciones I o VI del artículo 65 de la Ley.

Artículo 52. Sobreseimiento por parte del Magistrado Instructor
1. El Magistrado Instructor con podrá sobreseer el juicio ante de que se cierre la instrucción en los siguientes

supuestos:

I. Cuando el actor se desista de la acción; y

II. Cuando la autoridad responsable revoque el acto o resolución impugnada.

2. En caso de desistimiento se notificará personalmente al actor para que ratifique su escrito en un plazo de tres
días hábiles, apercibido que de no hacerlo, se le tendrá por no desistido y se continuará el juicio, salvo que el
escrito de desistimiento haya sido ratificado previamente ante fedatario público, al cual, sin más trámite, le
recaerá el sobreseimiento.

3. Una vez ratificado el desistimiento, se dictará el sobreseimiento correspondiente.

4. En caso de revocación del acto o resolución impugnada se dará vista a la parte actora para que manifieste lo
que a su derecho convenga, acompañándole copia del escrito presentado por la autoridad responsable y de las
constancias que hubiere anexado para respaldar su revocación. Si del análisis del escrito y constancias de la
autoridad responsable y la manifestación de la parte actora se concluye que es efectiva la revocación del acto
o resolución impugnada, se dictará el sobreseimiento respectivo.

Artículo 53. Desconocimiento de la demanda

1. Cuando quien aparentemente suscriba el escrito de demanda, desconozca expresa y fehacientemente la firma
a él atribuida, exhibiendo en original o copia certificada, los documentos oficiales que comprueben su identidad,
se le requerirá por parte del Magistrado Instructor para que en un plazo de tres días hábiles ratifique ese



desconocimiento con efectos de desistimiento, apercibido que de no hacerlo, se le tendrá por no desistido y
se continuará el juicio.

2. Una vez ratificado el desconocimiento con efectos de desistimiento, se dictará el sobreseimiento correspondiente.

CAPÍTULO IV
DE LA SUSPENSIÓN

Artículo 54. Suspensión como medida cautelar

1. La suspensión de los actos reclamados prevista en los artículos 76 y 77 de la Ley, es una medida cautelar
relativa a los juicios en materia contenciosa administrativa y fiscal que puede concederse por el Magistrado
Instructor desde el acuerdo en que se admita la demanda, ya sea de oficio o a solicitud del actor, la que se hará
saber sin demora a la autoridad responsable o demandada para su inmediato y debido cumplimiento.

2. El Magistrado Instructor valorará que la suspensión como medida cautelar adquiere justificación si hay un
derecho que requiere protección provisional y urgente, a raíz de una afectación producida –que se busca evitar
sea mayor– o de inminente producción, mientras se sigue el proceso en el cual se discute la pretensión de fondo
de quien sufre el daño o la amenaza de su actualización.

3. La suspensión concedida estará vigente durante la tramitación del juicio respectivo, no obstante, podrá ser
modificada o ampliada en cualquier momento si resulta insuficiente para conservar la materia del litigio o para
evitar un daño mayor o la amenaza de su actualización en perjuicio del actor o de la sociedad. Asimismo, podrá
ser revocada si varían las condiciones por las cuales se otorgó.

Artículo 55. Requisitos para el otorgamiento de la suspensión

1. Con excepción del caso en que el Magistrado Instructor decida a su criterio conceder la suspensión de oficio,
esta medida cautelar se otorgará, siempre que concurran los requisitos siguientes:

I. Que la solicite el actor, quien podrá hacerlo en cualquier tiempo, mientras no se dicte la sentencia definitiva
del juicio que corresponda; y

II. Que no se cause evidente perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público o se
deje sin materia el juicio.

2. En ningún caso, el otorgamiento de la medida cautelar podrá tener por efecto modificar o restringir derechos
ni constituir aquéllos que no haya tenido el actor antes de la presentación de la demanda.

Artículo 56. Efectos de la suspensión

1. La suspensión tendrá por efecto el mantener las cosas en el estado en que se encuentren, en tanto no se
pronuncie la sentencia definitiva.

2. En tal caso, el Magistrado Instructor podrá fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las
medidas pertinentes para conservar la materia del juicio hasta su terminación, pudiendo establecer condiciones
de cuyo cumplimiento dependa el que la medida cautelar siga surtiendo efectos.

3. En el supuesto de que los actos reclamados se hayan ejecutado, la suspensión será procedente si los efectos
o consecuencias de tales actos subsisten, máxime si se advierte su actualización de manera continuada en
perjuicio del actor, caso en el cual el Magistrado Instructor al conceder la suspensión podrá ordenar la cesación
de tales efectos o consecuencias, dictando las medidas que estime pertinentes, que pueden ser conservatorias,
prohibitivas o inclusive restitutorias.

4. En tal sentido es factible que el Magistrado Instructor, tomando en cuenta la apariencia del buen derecho y el
peligro en la demora, conceda la suspensión con efectos restitutorios, mediante el restablecimiento provisional
del derecho transgredido con motivo de un acto de autoridad.

CAPÍTULO V
DE LAS SESIONES Y RESOLUCIONES DEL PLENO

Artículo 57. Sesiones del Pleno

1. Las sesiones del Pleno podrán ser públicas o privadas, ordinarias o extraordinarias, observando lo dispuesto
en el artículo 9 de la Ley.



2. Las sesiones del Pleno podrán celebrarse los días y horas que al efecto determine el Magistrado Presidente
en la convocatoria respectiva.

3. El Pleno podrá sesionar con la mayoría de sus Magistrados integrantes, pero invariablemente deberá estar
presente el Magistrado Presidente o quien deba sustituirlo de conformidad con lo previsto en la Ley. Asimismo,
deberá estar presente el Secretario General de Acuerdos o, en su ausencia, el Coordinador de Actas y
Acuerdos, quien podrá suplirlo.

Artículo 58. Acta de las sesiones

1. En el acta de las sesiones del Pleno se hará constar cuando menos lo siguiente:

I. Tipo de sesión y numero consecutivo que le corresponda;

II. Lugar, hora y fecha de la sesión;

III. Pase de lista de Magistrados y verificación de quórum legal;

IV. Declaración de instalación de la sesión;

V. Desahogo de los puntos del orden del día que se hubiere aprobado; y

VI. Clausura y cierre del acta.

2. Con relación a los proyectos de resolución o cualquier otra cuestión a tratar como parte del desahogo del orden
del día, no será necesaria su transcripción o reproducción en el acta, sólo se hará identificación concreta del
asunto, el proponente, los Magistrados que intervinieron y el resultado de la votación adoptada, así como, en
su caso, la referencia de votos particulares, concurrentes o aclaratorios o alguna instrucción asumida.

3. El acta de la sesión será válida con la sola firma del Secretario General de Acuerdos.

Artículo 59. Presentación de los proyectos
1. Los Magistrados y servidores públicos del Tribunal que deban presentar proyectos de resolución o de cualquier

otra cuestión competencia del Pleno, lo harán por conducto del Secretario General de Acuerdos, ante quien
remitirán los proyectos respectivos, preferentemente de manera electrónica, pudiendo acompañar resúmenes,
informes, reseñas, reportes y demás exposiciones que se estimen útiles para una mejor ilustración de los
temas.

2. El Secretario General de Acuerdos distribuirá oportunamente entre los Magistrados del Tribunal, preferentemente
de manera electrónica, los proyectos de resolución o de cualquier otra cuestión que vaya a decidirse en la sesión
del Pleno.

Artículo 60. Aplazamiento de los proyectos

1. Los proyectos de resolución o cualquier otra cuestión sometida a la consideración del Pleno, previo a su
votación, podrán ser retirados y en consecuencia aplazados cuando se requiera una mayor profundidad en su
estudio o se acepte su replanteamiento o alguna modificación.

2. Los proyectos podrán ser retirados y aplazados a petición de cualquiera de los Magistrados, salvo que la
mayoría decida proceder a su votación en la sesión en la que se discutan.

Artículo 61. Decisión por bloques

1. Los proyectos de resolución relativos a juicios, procedimientos y recursos que un Magistrado Ponente someta
a la consideración del Pleno, se podrán analizar y votar por bloques en razón de la materia o tema que compartan
y del sentido del fallo que se proponga, siempre que no exista oposición entre los demás Magistrados.

Artículo 62. Votaciones
1. Las sentencias, resoluciones, acuerdos y determinaciones del Pleno se tomarán por unanimidad o mayoría

de votos de sus integrantes, quienes no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan excusa o impedimento
legal.

2. Las votaciones podrán ser nominales o económicas. Serán nominales siempre que se trate de la sentencia o
resolución definitiva de un juicio, procedimiento o recurso competencia del Tribunal.

Artículo 63. Votos particulares, concurrentes o aclaratorios
1. De conformidad a lo previsto en la Ley, el Magistrado que disienta del sentido de la sentencia o resolución

aprobada por la mayoría o su proyecto fuera rechazado, podrá solicitar que sus motivos se hagan constar en



el acta respectiva, así como formular voto particular por escrito; si comparte el sentido del fallo, pero discrepa
de las consideraciones que lo sustentan, podrá formular voto concurrente, o bien, voto aclaratorio.

2. Los votos que emitan los Magistrados se insertarán al final de la ejecutoria respectiva, siempre y cuando se
presenten dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la sesión del Pleno. Los votos deberán anunciarse
preferentemente en la sesión pública correspondiente.

Artículo 64. Proyectos no aprobados

1. En caso de no ser aprobado un proyecto de sentencia o resolución propuesto por un Magistrado, y éste aceptare
las adiciones o reformas propuestas en la sesión, procederá a redactar la sentencia con base en los términos
de la discusión, de no ser así se designará a un Magistrado distinto para que formule un nuevo proyecto en el
sentido de las consideraciones y argumentos expresados por la mayoría de los Magistrados.

2. En ambos casos el plazo para redactar la sentencia será de diez días, debiendo quedar en autos constancia
del proyecto original.

Artículo 65. Engrose

1. Los Magistrados, con el auxilio de los proyectistas o, en su caso, de los secretarios de acuerdos, realizarán
los engroses de las sentencias o resoluciones definitivas aprobadas por el Pleno con relación a los asuntos
asignados a su ponencia, asimismo integrarán los votos particulares y, en su caso, los concurrentes o
aclaratorios que presenten otros Magistrados.

CAPÍTULO VI
DE LAS SENTENCIAS

Artículo 66. Efectos de las sentencias
1. El Tribunal está dotado de plena autonomía y jurisdicción para dictar y ejecutar sus sentencias.

2. El Tribunal en atención a su función jurisdiccional especializada, competencia y en observancia al derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva, consagrado en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, puede en la
sentencia definitiva:

I. Sobreseer en el juicio en los términos de ley;

II. Confirmar el acto o resolución impugnado, reconociendo su validez;

III. Modificar el acto o resolución impugnado, fijando las formas y términos para su modificación;

IV. Declarar la nulidad lisa y llana del acto o resolución impugnado;

V. Declarar la nulidad del acto o resolución impugnado para determinados efectos, precisando la forma y términos
en que la autoridad debe cumplir;

VI. Reconocer al actor la existencia de un derecho subjetivo y establecer el cumplimiento de la obligación
correlativa;

VII. Restituir al actor en el uso y goce de los derechos afectados o desconocidos;

VIII. Ordenar la reposición de algún acto o procedimiento;

IX. Absolver o condenar al pago de indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado y determinar su
monto;

X. Abstenerse de imponer sanciones administrativas a un servidor público cuando se actualicen las hipótesis
previstas en el artículo 101 de la Ley General;

XI. Absolver o condenar por responsabilidad administrativa grave a los servidores públicos y particulares que
incurran en ella, imponiendo las sanciones que correspondan de conformidad con la Ley General;

XII. Fincar a los responsables el pago de indemnizaciones y sanciones pecuniarias por los daños y perjuicios que
afecten a la Hacienda Pública, o al patrimonio de los entes públicos;

XIII. Instruir a la autoridad responsable la adopción de las acciones, medidas y diligencias necesarias para el eficaz
cumplimiento de la sentencia; y

XIV. Vincular a otras autoridades distintas a la responsable al cumplimiento de la sentencia.



3. Cuando en los casos concretos que resuelva el Tribunal se advierta la presencia de normas jurídicas
desactualizadas, desfasadas o contradictorias, podrá el Tribunal en la sentencia respectiva constreñir a la
autoridad responsable que haya sido parte del juicio, procedimiento o recurso para que proceda a su reforma
o modificación, siempre y cuando la autoridad responsable tenga facultad para reformar o modificar tales
normas.

4. En el supuesto de que la autoridad responsable no tenga facultad para reformar o modificar las normas jurídicas
que se consideren desactualizadas, desfasadas o contradictorias a la luz del caso concreto que se haya
analizado, podrá el Tribunal, con carácter de recomendación, realizar un atento exhorto al poder, órgano o
entidad pública que si tenga facultad para ello con el propósito de poner a su consideración la conveniencia de
realizar ajustes al ordenamiento jurídico.

Artículo 67. Aclaración de las sentencias
1. El Tribunal en términos de lo previsto en la Ley podrá aclarar la sentencia que hubiere emitido cuando contenga

omisiones sobre los puntos materia de la litis, errores, ambigüedades o contradicciones evidentes.

2. La aclaración de la sentencia procederá en los casos siguientes:

I. De oficio: el Pleno hará la aclaración dentro del día hábil siguiente al de la publicación de la sentencia
correspondiente; y

II. A petición de parte: la parte interesada promoverá la aclaración en el término de tres días hábiles siguientes
a la notificación de la sentencia y sin substanciación de incidente se resolverá por el Pleno en un plazo máximo
de tres días hábiles.

3. La aclaración de sentencia sólo podrá llevarse a cabo respecto de cuestiones discutidas en el litigio y tomadas
en cuenta al emitirse la decisión y en forma alguna podrá modificar lo resuelto en el fondo del asunto.

Artículo 68. Ejecución de las sentencias

1. El Tribunal está obligado a vigilar y cerciorarse del cumplimiento de sus sentencias y puede adoptar todas las
medidas necesarias para proveer la ejecución normal de las mismas, debiendo adoptar una posición respetuosa
con lo fallado y, por tanto, enérgica, si fuera preciso, frente a una eventual resistencia de las partes.

CAPÍTULO VII
MEDIOS DE APREMIO Y MEDIDAS DISCIPLINARIAS

Artículo 69. Apercibimiento

1. El apercibimiento es la advertencia o conminación que el Pleno o los Magistrados Instructores hacen a
determinada persona o autoridad, de las consecuencias desfavorables que podrá acarrearle la realización de
ciertos actos u omisiones.

Artículo 70. Medios de apremio
1. Los medios de apremio son los instrumentos jurídicos a través de los cuales el Tribunal puede hacer cumplir

coactivamente sus acuerdos y resoluciones, así como las disposiciones de la Ley y este Reglamento.

Artículo 71. Correcciones disciplinarias

1. Las correcciones disciplinarias son las medidas que se imponen para mantener la disciplina en el Tribunal a
cualquier persona o autoridad que provoque desorden o no guarde el respeto y la consideración debida a sus
integrantes.

Artículo 72. Tipos de medios de apremio y medidas disciplinarias
1. El Tribunal podrá imponer los medios de apremio y correcciones disciplinarias, según sea el caso, siguientes:

I. Amonestación;

II. Multa de cien a ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, la cual podrá
duplicarse o triplicarse en cada ocasión, hasta alcanzar dos mil veces el valor diario de la Unidad de Medida
y Actualización, en caso de renuencia al cumplimiento del mandato respectivo;

III. Auxilio de la fuerza pública; y

IV. Arresto hasta por treinta y seis horas.



2. La expulsión del recinto jurisdiccional o lugar de audiencia también podrá aplicarse como corrección
disciplinaria.

Artículo 73. Aplicación de los medios de apremio y medidas disciplinarias
1. Los medios de apremio y las correcciones disciplinarias previstas en la Ley y este Reglamento podrán aplicarse

por los Magistrados instructores o por el Pleno del Tribunal.

2. Los medios de apremio y correcciones disciplinarias podrán ser decretados sin seguir rigurosamente el orden
en que han sido enlistados en el artículo que antecede, o bien, decretar la aplicación de más de uno de ellos,
para lo cual el Tribunal deberá ponderar las circunstancias del caso.

Artículo 74. Amonestación por conducta de mala fe o falta de probidad

1. El Tribunal podrá amonestar a las partes y demás sujetos que por disposición de la ley deban intervenir en el
juicio, cuando, durante su tramitación o en la etapa de ejecución de la sentencia, advierta que se han conducido
con mala fe o cometido actos de falta de probidad u honradez para sostener sus intereses en el litigio o
menoscabar los de su contraparte. La amonestación se podrá aplicar en la sentencia definitiva o mediante
proveído específico y una vez dictada constituye evidencia que acredita la ausencia de buena reputación y fama
pública del sujeto amonestado.

Artículo 75. Vista a la Fiscalía General del Estado
1. Cuando el Tribunal tenga conocimiento de actos o hechos que presuman una conducta delictiva, deberá dar

vista a la Fiscalía General del Estado para su investigación.

CAPÍTULO VIII
DEL PROCEDIMIENTO DE DESTITUCIÓN DE

LA AUTORIDAD OMISA CONTUMAZ

Artículo 76. Resistencia al cumplimiento de la sentencia

1. El Tribunal en los casos que advierta resistencia injustificada de parte de la autoridad responsable para cumplir
con la sentencia dictada, aplicará con prontitud y rigor los medios de apremio conducentes y, si ello no fuera
suficiente, procederá en los términos de la Ley y este Reglamento a destituir a la autoridad o servidor público
omiso contumaz por el incumplimiento del fallo emitido, sin que esto exima a la autoridad sustituta a cumplir
plenamente con la resolución.

Artículo 77. Procedimiento de destitución
1. Una vez agotado el procedimiento previsto por el artículo 122 de la Ley, sin haberse logrado alcanzar el

cumplimiento cabal de la sentencia o resolución definitiva dictada por el Pleno, el Magistrado Instructor tomará
constancia de ello y apercibirá a la autoridad o servidor público responsable para cumplir con el fallo emitido,
concediéndole un plazo fatal de tres días hábiles, so pena de promover su destitución ante el Pleno.

2. Si el servidor público responsable persiste en el incumplimiento, el Magistrado Instructor lo tendrá como omiso
contumaz y formulará el proyecto de destitución respectivo, el cual someterá al Pleno, por conducto del
Secretario General de Acuerdos, para su valoración y aprobación en su caso.

3. Con el proyecto de destitución, el Pleno ordenará dar vista al servidor público para que en el término de tres
días hábiles siguientes a la notificación manifieste lo que a su derecho convenga.

4. Acto seguido, el Pleno sesionará para decidir la cuestión y si determina aprobar el proyecto de destitución, el
servidor público quedará formalmente destituido del cargo y por consiguiente materialmente separado del
mismo para todos los efectos legales a que haya lugar. La destitución surtirá sus efectos desde el momento
mismo en que quede aprobada la resolución por el Pleno y sin que para ello sea necesario llevar a cabo algún
acto adicional de ejecución.5

Artículo 78. Notificación de la resolución de destitución

1. La resolución que apruebe la destitución deberá notificarse a las partes, al superior jerárquico del servidor
público destituido y al órgano interno de control del Ente público respectivo y, adicionalmente, tratándose de
representantes populares se comunicará también al Congreso del Estado y al Instituto Electoral del Estado.

5    No será necesaria la declaración de procedencia o desafuero con relación a  alguna autoridad o servidor público del Estado o los municipios,
toda vez que la inmunidad procesal ha quedado suprimida  del orden jurídico local, en atención al Decreto Número 501 por el que se reforman
diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, publicado el día 7 de julio de 2018 en el Periódico
Oficial "El Estado de Colima".



2. La resolución de destitución deberá publicarse en el Periódico Oficial del Estado.

CAPÍTULO IX
DE LA JURISDICCIÓN CONSULTIVA

Artículo 79. Jurisdicción consultiva

1. La Jurisdicción Consultiva consiste en la facultad del Pleno para emitir opinión fundada no vinculante respecto
de las consultas que se le formulen al Tribunal con relación a las iniciativas de ley o de reformas legales y, en
su caso, dictámenes, que el Congreso del Estado tramite o discuta en materia administrativa, fiscal, de
responsabilidades de los servidores públicos o anticorrupción.

Artículo 80. Legitimación para promover consultas
1. Tienen legitimación activa para promover consultas ante el Tribunal, los siguientes:

I. El iniciador de la ley o de la reforma legal respectiva;

II. Los Diputados del Congreso del Estado;

III. El Comité de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; y

IV. Las organizaciones de la sociedad civil constituidas conforme a las Leyes mexicanas, cualquiera que sea la
forma jurídica que adopten, cuyo objeto social se encuentre relacionado con el fortalecimiento del Estado de
Derecho, la defensa de los derechos humanos, el mejoramiento de la impartición de justicia, la promoción de
la cultura de la legalidad, la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción.

Artículo 81. Requisitos de las consultas

1. Las consultas se formularán por escrito y deberán contener los requisitos siguientes:

I. Hacer constar el nombre del promovente;

II. Señalar domicilio para recibir notificaciones en la capital del Estado y, en su caso, a quien en su nombre las
pueda oír y recibir;

III. Acompañar el o los documentos que sean necesarios para acreditar la legitimación y personería del
promovente;

IV. Señalar los antecedentes y, en su caso, las consideraciones que se estimen necesarias para contextualizar
la consulta;

V. Precisar la consulta, planteando las preguntas pertinentes, las que deberán circunscribirse a cuestiones o
dudas jurídicas con relación a alguna iniciativa de ley o de reforma legal y, en su caso, dictamen, que el Congreso
del Estado tramite o discuta en materia administrativa, fiscal, de responsabilidades de los servidores públicos
o anticorrupción;

VI. Acompañar copia de la iniciativa de Ley o de reforma legal respectiva y, en su caso, del dictamen legislativo
si lo hubiera; y

VII. Hacer constar la firma del promovente.

Artículo 82. Trámite de las consultas

1. Las consultas se sujetarán al trámite siguiente:

I. Se presentarán ante el Oficial de Partes, quien de inmediato las remitirá al Secretario General de Acuerdos,
quien a su vez elaborará el proyecto de turno respectivo que pondrá a consideración del Magistrado Presidente;

II. El Magistrado Presidente turnará la consulta respectiva a un Magistrado Instructor, para que la tramite y proceda
a poner el asunto en estado de resolución;

III. El Magistrado Instructor se pronunciará en primer término sobre la admisibilidad de la consulta interpuesta,
emitiendo el acuerdo de admisión o desechamiento respectivo;

IV. Una vez admitida la consulta, el Magistrado Instructor realizará las investigaciones que estime pertinentes y
recabará la información que considere necesaria para sustentar el proyecto de opinión consultiva que
corresponda; y

V. Una vez agotada la substanciación, el Magistrado Instructor en su carácter de Ponente, formulará y someterá
el proyecto de opinión consultiva al Pleno para que este decida lo conducente.



Artículo 83. Contenido de las opiniones consultivas
1. Las opiniones que emita el Pleno examinarán y responderán los planteamientos de pregunta que formulen los

sujetos legitimados previstos en el artículo 80 de este Reglamento.

2. Adicionalmente, las opiniones podrán contener pronunciamientos sobre posibles ambigüedades, antinomias,
incongruencias, insuficiencias, errores, desviaciones, lagunas, omisiones y vicios de inconstitucionalidad o
inconvencionalidad que a juicio del Tribunal se adviertan en la propuesta normativa objeto de estudio.

3. Las opiniones podrán recomendar el ajuste de los textos normativos que se propongan a efecto de prevenir
conflictos en su aplicación e interpretación futura.

Artículo 84. Efectos de las opiniones consultivas

1. Las opiniones consultivas no son sentencias y por tanto no generan decisiones obligatorias. Tienen un carácter
orientador cuyo efecto queda al arbitrio de la autoridad legislativa local competente.

CAPÍTULO X
DE LAS LICENCIAS Y SUPLENCIAS

Artículo 85. Licencias
1. Es facultad del Pleno conceder licencias sin goce de sueldo a los servidores públicos del Tribunal, sean de la

estructura jurisdiccional o administrativa, por un plazo mayor a cinco y hasta ciento ochenta días hábiles, las
cuales podrán prorrogarse a iniciativa justificada de parte y a criterio y decisión del Pleno.

2. La ausencias de uno a cinco días hábiles de los servidores públicos del Tribunal no requerirán licencia del Pleno,
pero sí permiso del Magistrado Presidente y se otorgarán sin goce de sueldo.

3. Las licencias por enfermedad, discapacidad o maternidad de los servidores públicos del Tribunal se otorgarán
en los términos de las Leyes aplicables.

Artículo 86. Suplencia del Magistrado Presidente

1. En términos del artículo 14 de la Ley, el Magistrado Presidente será suplido en sus faltas temporales por el
Magistrado que designe el Pleno. Si la falta fuese definitiva será sustituido para concluir el periodo del ausente
el Magistrado que de conformidad con el artículo 11 de la Ley, le corresponda el turno para asumir la Presidencia
del Tribunal de acuerdo con el sistema rotatorio previsto.6

Artículo 87. Suplencia de los Magistrados
1. En términos del artículo 25 de la Ley, las faltas definitivas de los Magistrados serán cubiertas provisionalmente

por el primer Secretario de Acuerdos del Magistrado ausente, previo acuerdo del Pleno que lo habilite, hasta
en tanto se realiza un nuevo nombramiento de Magistrado en términos de lo dispuesto por los artículos 77 de
la Constitución del Estado y 20 de la Ley.

2. Las faltas temporales y las comisiones de los Magistrados serán cubiertas por el primer Secretario de Acuerdos
del Magistrado ausente, previo acuerdo del Pleno que lo habilite. La suplencia comprenderá todo el lapso de
la falta temporal o de la comisión.

Artículo 88. Suplencia del Secretario General de Acuerdos
1. Las faltas temporales del Secretario General de Acuerdos serán cubiertas por el Coordinador de Actas y

Acuerdos previo acuerdo del Pleno que lo habilite. La suplencia comprenderá todo el lapso de la falta temporal.

2. Las faltas definitivas serán cubiertas provisionalmente por el funcionario del Tribunal señalado en el párrafo
anterior, hasta en tanto el Pleno haga un nuevo nombramiento de Secretario General de Acuerdos.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial "El Estado
de Colima".

SEGUNDO. Publíquese este Reglamento en el Periódico Oficial "El Estado de Colima" y en los estrados del Tribunal de
Justicia Administrativa del Estado de Colima.

6   Cfr. Acuerdo Número 86 por el que se aprueban los nombramientos de los CC. Andrés Gerardo García Noriega, Yarazhet Candelaria Villalpando
Valdez y Juan Manuel Figueroa López, como magistrados propietarios del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Colima, publicado
el día 17 de julio de 2018 en el Periódico Oficial "El Estado de Colima".



TERCERO. Se deroga toda disposición jurídica de carácter reglamentario en lo que se oponga a lo previsto en el presente
Reglamento.

Así lo acordaron y firman, la Magistrada y los Magistrados que integran el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Colima, ante la Secretaria General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

ANDRÉS GERARDO GARCÍA NORIEGA, MAGISTRADO PRESIDENTE. Rúbrica.

YARAZHET CANDELARIA VILLALPANDO VALDEZ, MAGISTRADA. Rúbrica.

JORGE RICARDO ANGUIANO BARBOSA, SECRETARIO DE ACUERDOS EN FUNCIONES DE MAGISTRADO7.
.Rúbrica.

ERIKA ZUGHEY PEÑA LLERENAS, SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS. Rúbrica.

7 En la Sesión Pública Número 5, Ordinaria, del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Colima, celebrada el día 13 de septiembre
de 2018, se autorizó habilitar al Licenciado Jorge Ricardo Anguiano Barbosa, Secretario de Acuerdos de este órgano jurisdiccional, para que
actúe en Funciones de Magistrado, en razón de la falta definitiva por renuncia al cargo de Magistrado del Licenciado Rene Rodríguez  Alcaraz;
habilitación que se emite con fundamento en lo dispuesto por el artículo 25, párrafo 1, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado.


